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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 13 de mayo de 2002, de la
Dirección General de la Función Pública, por la que
se prorroga la adscripción en comisión de servicios a
doña María del Carmen González Serrano, Secretaria
General del Ayuntamiento de La Algaba (Sevilla), en
el puesto de trabajo de Secretaría del Ayuntamiento
de Gines (Sevilla).

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de Gines
(Sevilla), mediante Decreto de la Alcaldía de fecha 9 de mayo
de 2002, por la que se solicita la prórroga de la adscripción
temporal en comisión de servicios de doña María del Carmen
González Serrano, funcionaria de Administración Local con
habilitación de carácter nacional, subescala de Secretaría, cate-
goría de entrada al puesto de trabajo de Secretaría de este
Ayuntamiento, así como la conformidad del Ayuntamiento de
La Algaba (Sevilla), manifestada mediante Resolución de la
Alcaldía de fecha 10 de mayo de 2002, teniendo en cuenta
que persisten las circunstancias que motivaron la autorización
de la mencionada comisión de servicios, de conformidad con
lo establecido en el artículo 32 del Real Decreto 1732/1994,
de 29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados
a funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional, y en el Decreto 467/1994, de 13 de diciem-
bre, por el que se asignan a la entonces Consejería de Gober-
nación las competencias atribuidas por la Disposición Adicional
Novena de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, relativa al
régimen de funcionarios de Administración Local con habi-
litación de carácter nacional, en relación con el artículo 11.1.e)
del Decreto 139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece
la estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Prorrogar la adscripción en comisión de servicios,
durante un año, de doña María del Carmen González Serrano,
Secretaria del Ayuntamiento de La Algaba (Sevilla), al puesto
de trabajo de Secretaría del Ayuntamiento de Gines (Sevilla),
con efectos desde el día siguiente al de la terminación del
período anterior y, en las mismas circunstancias en que fue
autorizada anteriormente.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el
artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 13 de mayo de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 13 de mayo de 2002, de la
Dirección General de la Función Pública, por la que
se adscribe en comisión de servicios a doña Milagrosa
Mariño Canchal, Secretaria-Interventora del Ayunta-
miento de Villanueva de San Juan (Sevilla), al puesto
de trabajo de Secretaría del Ayuntamiento de Tocina
(Sevilla).

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de Tocina
(Sevilla), mediante Resolución de la Alcaldía-Presidencia de
fecha 8 de mayo de 2002, por la que se solicita la adscripción
temporal en comisión de servicios al puesto de trabajo de
Secretaría de la citada Corporación de doña Milagrosa Mariño
Canchal, funcionaria de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, de la Subescala de Secretaría-Interven-
ción, así como la conformidad del Ayuntamiento de Villanueva
de San Juan (Sevilla), manifestada mediante Resolución de
la Alcaldía-Presidencia de fecha 9 de mayo de 2002, con
arreglo a lo establecido en el artículo 32 del Real Decre-
to 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos
de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, y en el Decre-
to 467/1994, de 13 de diciembre, por el que se asignan
a la entonces Consejería de Gobernación las competencias
atribuidas por la Disposición Adicional Novena de la Ley
22/1993, de 29 de diciembre, relativa al régimen de fun-
cionarios de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, en relación con el artículo 11.1.e) del Decreto
139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la estructura
orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Conferir la adscripción en comisión de servicios
de doña Milagrosa Mariño Canchal, con DNI 9.166.184,
actual Secretaria-Interventora del Ayuntamiento de Villanueva
de San Juan (Sevilla), al puesto de trabajo de Secretaría del
Ayuntamiento de Tocina (Sevilla), durante el período de tiempo
de un año, corriendo a cargo de este último el pago de las
remuneraciones debidas.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el
artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 13 de mayo de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.
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RESOLUCION de 13 de mayo de 2002, de la
Dirección General de la Función Pública, por la que
se adscribe en comisión de servicios a doña María José
Martín Salas, Secretaria-Interventora del Ayuntamiento
de Santa Ana la Real (Huelva), al puesto de trabajo
de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento de Villa-
nueva de San Juan (Sevilla).

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de Villa-
nueva de San Juan (Sevilla), mediante Resolución de la Alcal-
día-Presidencia de fecha 9 de mayo de 2002, por la que
se solicita la adscripción temporal en comisión de servicios
al puesto de trabajo de Secretaría-Intervención de la citada
Corporación de doña María José Martín Salas, funcionaria de
Administración Local con habilitación de carácter nacional,
de la Subescala de Secretaría-Intervención, así como la con-
formidad del Ayuntamiento de Santa Ana la Real (Huelva),
manifestada mediante Resolución de la Alcaldía-Presidencia
de fecha 10 de mayo de 2002, con arreglo a lo establecido
en el artículo 32 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados a fun-
cionarios de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, y en el Decreto 467/1994, de 13 de diciembre,
por el que se asignan a la entonces Consejería de Gobernación
las competencias atribuidas por la Disposición Adicional Nove-
na de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, relativa al régimen
de funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional, en relación con el artículo 11.1.e) del Decre-
to 139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la
Estructura Orgánica de la Consejería de Justicia y Adminis-
tración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Conferir la adscripción en comisión de servicios
de doña María José Martín Salas, con DNI 52.561.848, actual
Secretaria-Interventora del Ayuntamiento de Santa Ana la Real
(Huelva), al puesto de trabajo de Secretaría-Intervención del
Ayuntamiento de Villanueva de San Juan (Sevilla), durante
el período de tiempo de un año, corriendo a cargo de este
último el pago de las remuneraciones debidas.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el
artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 13 de mayo de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 30 de abril de 2002, de la Uni-
versidad de Sevilla, por la que se nombra, en virtud
de concurso, a don Rafael Zafra Espinosa de los Mon-
teros Profesor Titular de Universidad.

Vista la propuesta formulada por la Comisión nombrada
para juzgar el concurso convocado por Resolución de esta

Universidad de fecha 15 de marzo de 2001 (BOE de 5 de
abril de 2001), de conformidad con lo previsto en la Dis-
posición Transitoria Octava, apartado 2, de la Ley Orgáni-
ca 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (BOE de
24 de diciembre), y de acuerdo con lo que establece la
Ley 11/1983, de 25 de agosto, y el Real Decreto 1888/1984,
de 26 de septiembre, modificado por el Real Decre-
to 1427/1986, de 13 de junio.

Este Rectorado ha resuelto nombrar al Dr. don Rafael
Zafra Espinosa de los Monteros Profesor Titular de Universidad
de esta Universidad, del Area de Conocimiento de «Derecho
Internacional Público y Relaciones Internacionales», adscrita
al Departamento de Derecho Administrativo e Internacional
Público.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse, potestativamente, recurso de
reposición ante este mismo órgano en el plazo de un mes,
de conformidad con el artículo 116 de la Ley 4/99, de modi-
ficación de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, o recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente
al de la notificación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Sevilla, según disponen los artículos 116 de
la Ley 4/99 antes citada y 46.1 y 8.3 de la Ley 29/98, de
13 de julio (BOE de 14 de julio), de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa.

Sevilla, 30 de abril de 2002.- El Rector, Miguel Florencio
Lora.

RESOLUCION de 30 de abril de 2002, de la Uni-
versidad de Sevilla, por la que se nombra, en virtud
de concurso, a doña Ana María Guil Bozal Catedrática
de Escuela Universitaria.

Vista la propuesta formulada por la Comisión nombrada
para juzgar el concurso convocado por Resolución de esta
Universidad de fecha 15 de marzo de 2001 (BOE de 5 de
abril de 2001), de conformidad con lo previsto en la Dis-
posición Transitoria Octava, apartado 2, de la Ley Orgáni-
ca 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (BOE de
24 de diciembre), y de acuerdo con lo que establece la
Ley 11/1983, de 25 de agosto, y el Real Decreto 1888/1984,
de 26 de septiembre, modificado por el Real Decre-
to 1427/1986, de 13 de junio.

Este Rectorado ha resuelto nombrar a la Dra. doña Ana
María Guil Bozal Catedrática de Escuela Universitaria de esta
Universidad, del Area de Conocimiento de «Psicología Social»,
adscrita al Departamento de Psicología Social.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse, potestativamente, recurso de
reposición ante este mismo órgano en el plazo de un mes,
de conformidad con el artículo 116 de la Ley 4/99, de modi-
ficación de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, o recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente
al de la notificación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Sevilla, según disponen los artículos 116 de
la Ley 4/99 antes citada y 46.1 y 8.3 de la Ley 29/98, de
13 de julio (BOE de 14 de julio), de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa.

Sevilla, 30 de abril de 2002.- El Rector, Miguel Florencio
Lora.
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2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 6 de mayo de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se dispone dar publi-
cidad a la de 23 de abril de 2002, de la Secretaría
de Estado de Justicia, por la que se aprueba y publica la
relación definitiva de aspirantes que han superado la
fase de oposición para ingreso en el Cuerpo Nacional de
Médicos Forenses, convocadas por Resolución de 16
de noviembre de 2000, y se dispone el ingreso en
el Centro de Estudios Jurídicos.

Mediante Resolución de 23 de abril de 2002, la Secretaría
de Estado de Justicia aprueba y publica la relación definitiva
de aspirantes que han superado la fase de oposición para
ingreso en el Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, convo-
cadas por Resolución de 16 de noviembre de 2000, y se
dispone el ingreso en el Centro de Estudios Jurídicos.

De conformidad con lo dispuesto en el art. 20 del Regla-
mento Orgánico de los Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agen-
tes al servicio de la Administración de Justicia, aprobado por
Real Decreto 249/1996, de 16 de febrero, y en ejercicio de
las competencias atribuidas en virtud de la Ley 6/1983, de
21 de julio, de Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma; el Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril;
del Decreto 139/2000, de 16 de mayo, esta Secretaría General
Técnica

D I S P O N E

Dar publicidad a la Resolución de 23 de abril de 2002,
de la Secretaría de Estado de Justicia, por la que se aprueba
y publica la relación definitiva de aspirantes que han superado
la fase de oposición para ingreso en el Cuerpo de Médicos
Forenses, convocadas por Resolución de 16 de noviembre
de 2000, y se dispone el ingreso en el Centro de Estudios
Jurídicos, que se inserta como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 6 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, José Antonio Muriel Romero.

A N E X O

RESOLUCION DE 23 DE ABRIL DE 2002, DE LA SECRETARIA
DE ESTADO DE JUSTICIA, POR LA QUE SE APRUEBA Y
PUBLICA LA RELACION DEFINITIVA DE ASPIRANTES QUE
HAN SUPERADO LA FASE DE OPOSICION PARA INGRESO
EN EL CUERPO NACIONAL DE MEDICOS FORENSES, CON-
VOCADAS POR RESOLUCION DE 16 DE NOVIEMBRE DE
2000, Y SE DISPONE EL INGRESO EN EL CENTRO DE

ESTUDIOS JURIDICOS

De conformidad con lo establecido en la base 9.2 de
la Resolución de 16 de noviembre de 2000 (BOE del día 30),
por la que se convocaron pruebas selectivas para ingreso en
el Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, remitida por el Tri-
bunal Calificador la relación definitiva de aspirantes que han
superado los ejercicios obligatorios de la oposición, esta Secre-
taría de Estado acuerda:

Primero. Aprobar la propuesta definitiva de aspirantes que
han superado los ejercicios obligatorios de la oposición, por
orden de puntuación dentro de cada ámbito territorial, figu-
rando separadamente la puntuación de los ejercicios obliga-
torios de la obtenida en la prueba optativa, que figura en
el Anexo I de esta Resolución.

Segundo. Se convoca a los aspirantes que figuran en el
Anexo I a la realización del curso teórico-práctico a que se
refiere la base 2.2, cuyo inicio tendrá lugar el próximo día 16
de septiembre de 2002, a las 11 horas, en el Centro de Estu-
dios Jurídicos, Ciudad Universitaria, sin número, Universidad
Complutense (junto a la Facultad de Derecho), Madrid.

Durante la realización del citado curso en el Centro de
Estudios Jurídicos los aspirantes a ingreso en el Cuerpo Nacio-
nal de Médicos Forenses, a efectos retributivos, tendrán la
consideración de funcionarios en prácticas, de acuerdo con
lo previsto en el artículo 56 del Reglamento del Centro de
Estudios Jurídicos.

Tercero. Los opositores aprobados, que figuran en el
Anexo I de esta Resolución, presentarán a través del Centro
de Estudios Jurídicos la siguiente documentación:

A) Dos fotocopias compulsadas del Documento Nacional
de Identidad. Los aspirantes que no posean la nacionalidad
española deberán presentar dos fotocopias compulsadas del
documento que acredite su nacionalidad.

B) Fotocopia compulsada del título de Licenciado en Medi-
cina y Cirugía. En el supuesto de titulaciones obtenidas en
el extranjero deberá acreditarse estar en posesión de la cre-
dencial que acredite su homologación.

C) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado mediante expediente disciplinario del servicio de ninguna
Administración Pública ni hallarse inhabilitado para el ejercicio
de funciones públicas, según el modelo que figura en el
Anexo II de esta convocatoria.

D) Declaración formal de no encontrarse inhabilitado o
incurso en procedimiento que le impida desempeñar el puesto
de Médico Forense en los términos previstos en la base 4.1.e),
de acuerdo con lo previsto en el artículo 390 y siguientes
del Código Penal (Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviem-
bre), según modelo que figura como Anexo III.

E) Declaración de no estar comprendido en ninguna de
las causas de incapacidad e incompatibilidad establecidas en
las disposiciones orgánicas, según modelo del Anexo IV.

Los aspirantes que no posean la nacionalidad española
deberán presentar declaración jurada o promesa de no estar
sometidos a sanción disciplinaria o condena penal que impida
en su Estado el acceso a la función pública (Anexo V).

F) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad ni defecto físico que imposibilite para el ejercicio de
la función de Médico Forense, expedido por el Facultativo de
Medicina General de la Seguridad Social que corresponda al
interesado y, en caso de que no esté acogido a ningún Régimen
de la Seguridad Social, se expedirá por los Servicios Provin-
ciales del Ministerio de Sanidad y Consumo y organismos
correspondientes de las Comunidades Autónomas.

G) Los aspirantes que tengan la condición legal de dis-
capacitados con grado igual o superior al 33% deberán pre-
sentar certificación de los órganos competentes del Ministerio
de Asuntos Sociales, o, en su caso, de la Comunidad Autónoma
correspondiente, que acredite tal condición y su capacidad
funcional para desempeñar las tareas propias que correspon-
den al Cuerpo Nacional de Médicos Forenses.

H) El certificado de penales será aportado de oficio por
la Secretaría de Estado de Justicia.

Cuarto. Ante la imposibilidad debidamente justificada de
no poder presentar los documentos expresados en el apartado
anterior, podrá acreditarse que se poseen las condiciones exi-
gidas en la convocatoria mediante cualquier medio de prueba
admisible en Derecho.
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Quinto. Los aspirantes que tuvieran la condición de fun-
cionarios públicos estarán exentos de justificar aquellas con-
diciones y requisitos ya demostrados para obtener su anterior
nombramiento, debiendo presentar certificación del Ministerio
u Organismo del que dependan, por la que se acredite su
condición y cuantas circunstancias consten en su hoja de
servicios.

Sexto. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo causa de
fuerza mayor, no presentaren la documentación o del examen
de la misma se dedujera que carecen de alguno de los requi-

sitos establecidos en la base 4 de la convocatoria, no podrán
ser nombrados funcionarios de carrera y quedarán anuladas
sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que
hubieren incurrido por falsedad en la solicitud inicial.

Séptimo. Contra la presente Resolución podrán los inte-
resados formular recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, o potestativo
de reposición en el plazo de un mes. En ambos casos el
plazo contará a partir de su publicación en el Boletín Oficial
del Estado.

ANEXO I

RELACION DEFINITIVA DE APROBADOS AL CUERPO NACIONAL DE MEDICOS FORENSES

AMBITO TERRITORIAL DE ANDALUCIA

ANEXO II

Don/doña .........................................................., con
domicilio en ................................................, y Documento
Nacional de Identidad número ........................, declara bajo
juramento o promete, a efectos de ser nombrado funcionario
del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, que no ha sido
separado del servicio de ninguna de las Administraciones
Públicas y que no se halla inhabilitado para el ejercicio de
funciones públicas.

En .............., a ....... de .............. de 2002

El declarante

ANEXO III

Declaración complementaria de conducta ciudadana

(Ley 68/1980, de 1 de diciembre, en relación con los artículos
390 y siguientes del Código Penal; Ley Orgánica 10/1995,

de 23 de noviembre)

El que suscribe, don/doña ..........................................,
con Documento Nacional de Identidad número ...................,
expedido en ................... el ...... de ...................................
de 19 ......, por la presente declaro, bajo mi personal res-
ponsabilidad y con conocimiento de las sanciones que por
falsedad pudiera incurrir por infracción de los artículos del
Código Penal consignados al inicio, que a efectos de ser nom-
brado funcionario del Cuerpo de Médicos Forenses:

Que no me encuentro inculpado o procesado, no me han
sido aplicadas medidas de seguridad, no me han sido impues-

tas sanciones gubernativas como consecuencia de expediente
administrativo sancionador por hechos que guarden relación
directa con el objeto del expediente en el plazo de los tres
últimos años inmediatamente anteriores a esta fecha.

En ..............., a ..... de ........... de 2002

El declarante

ANEXO IV

Don/doña ............................................................, de
............años de edad, con Documento Nacional de Identidad
número .................., y aprobado en las oposiciones a ingreso
en el Cuerpo Nacional de Médicos Forenses.

Declara bajo juramento o promesa no hallarse compren-
dido en ninguna de las causas de incapacidad e incompa-
tibilidad establecidas en las disposiciones orgánicas.

En ............., a ...... de ............ de 2002

El declarante

ANEXO V

Don/doña ................................................................,
con domicilio en ..............................................................,
De ......... años de edad, con número de Documento Nacional
de Identidad .............., declaro bajo juramento o promesa,
a efectos de ser nombrado funcionario del Cuerpo de Médicos
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Forenses, que no estoy sometido a sanción disciplinaria o con-
dena penal que me impida en mi Estado el acceso a la función
pública.

En ............. a .... de ............. de 2002

El declarante

RESOLUCION de 6 de mayo de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se dispone dar publi-
cidad a la de 24 de abril de 2002, de la Secretaría
de Estado de Justicia, por la que se convocan pruebas
selectivas para ingreso en el Cuerpo Nacional de Médi-
cos Forenses.

Con fecha 24 de abril de 2002, la Secretaría de Estado
de Justicia convocaba pruebas selectivas para ingreso en el
Cuerpo Nacional de Médicos Forenses.

De conformidad con lo dispuesto en el art. 4.5 del Regla-
mento Orgánico de Médicos Forenses, aprobado por Real
Decreto 296/1996, de 23 de febrero, y en ejercicio de las
competencias atribuidas en virtud de la Ley 6/1983, de 21
de julio, de Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma; el Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril;
del Decreto 139/2000, de 16 de mayo, esta Secretaría General
Técnica

D I S P O N E

Dar publicidad a la Resolución de 24 de abril de 2002,
de la Secretaría de Estado de Justicia, por la que se convocan
pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Médicos Foren-
ses, que se inserta como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 6 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, José Antonio Muriel Romero.

A N E X O

RESOLUCION DE 24 DE ABRIL DE 2002, DE LA SECRETARIA
DE ESTADO DE JUSTICIA, POR LA QUE SE CONVOCAN
PRUEBAS SELECTIVAS PARA INGRESO EN EL CUERPO

NACIONAL DE MEDICOS FORENSES

De conformidad con lo establecido en los artículos 455
y 499 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, reformada por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de
noviembre, artículos 4 y siguientes del Reglamento Orgánico
del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, aprobado por Real
Decreto 296/1996, de 23 de febrero, y el Real Decreto
198/2002, de 15 de febrero (BOE del 16), por el que se
aprueba la Oferta de Empleo Público para el 2002, previo
informe favorable de las Comunidades Autónomas con com-
petencia en materia de Personal de la Administración de Jus-
ticia, donde se convocan plazas y de la Dirección General
de la Función Pública, esta Secretaría de Estado acuerda con-
vocar pruebas selectivas para cubrir plazas vacantes en el
Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, con sujeción a las
siguientes

BASES DE CONVOCATORIA

1. Normas generales.

1.1. Se convocan pruebas selectivas para ingreso en el
Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, de acuerdo con la
siguiente distribución territorial de plazas.

Ambito territorial Núm. plazas

Andalucía 10

Canarias 9

Cataluña 9

Galicia 2

Valencia 8

1.2. De conformidad con lo previsto en el artículo 315
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y artículo 4 y siguientes
del Reglamento Orgánico de Médicos Forenses, y artículo 12.3
del Real Decreto 198/2002, de 15 de febrero, se convocan
plazas desiertas en los ámbitos territoriales reseñados en la
base 1.1, por lo que el aspirante deberá optar por uno de
los ámbitos territoriales que exprese la convocatoria y, en caso
de resultar aprobado, obtendrá necesariamente destino en
alguna de las plazas radicadas dentro del ámbito territorial
por el que concurre.

Los aspirantes sólo podrán presentar una solicitud.

A las presentes pruebas selectivas les será de aplicación
el Reglamento Orgánico del Cuerpo Nacional de Médicos
Forenses, aprobado por Real Decreto 296/1996, de 23 de
febrero, y la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13
de enero, y lo dispuesto en la presente Resolución.

En lo no previsto en esta convocatoria se estará a lo dis-
puesto en el Reglamento General de Ingreso del Personal al
Servicio de la Administración del Estado, aprobado por Real
Decreto 364/1995, de 10 de marzo, «Boletín Oficial del Esta-
do» de 10 de abril.

1.3. De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 9.2,
14 y 23.2 de la Constitución Española y la Directiva Comu-
nitaria de 9 de febrero de 1976, la Administración Pública
llevará a cabo una política de igualdad de trato entre hombres
y mujeres, removiendo los obstáculos existentes por lo que
al acceso al empleo, a la formación profesional y a las con-
diciones de trabajo se refiere.

1.4. El procedimiento de selección de aspirantes será el
de oposición, seguido de un curso selectivo de carácter teó-
rico-práctico en el Centro de Estudios Jurídicos.

1.6. Las presentes bases de convocatoria se publicarán
de forma simultánea en el «Boletín Oficial del Estado» y en
los Boletines Oficiales de las Comunidades Autónomas con
competencia en materia de Personal de la Administración de
Justicia donde se convocan plazas. En el supuesto de que
dicha simultaneidad no fuera posible, los términos y plazos
establecidos en la presente Resolución se contarán a partir
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

1.7. La información sobre estas pruebas selectivas se faci-
litará en las Gerencias Territoriales de Justicia, en el Ministerio
de Justicia, Secretaría de Estado de Justicia, calle San Ber-
nardo, 21 (teléfono 91/390.21.67), página web del Ministerio
de Justicia (www.mju.es, Ofertas de Empleo Público), en el
Centro de Información Administrativa del Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas (teléfono 91/586.14.00) y en los órga-
nos competentes de las Comunidades Autónomas donde se
convocan plazas:
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2. Requisitos de los aspirantes.
2.1. Para ser admitidos en la realización de las pruebas

selectivas, los aspirantes deberán reunir los siguientes requi-
sitos:

a) Ser español, mayor de edad y no haber alcanzado
la edad de jubilación, ni alcanzarla durante el tiempo que
dure el proceso selectivo, incluido el curso de selección en
el Centro de Estudios Judiciales, hasta la toma de posesión.

b) Estar en posesión del título de Licenciado en Medicina
o en condiciones de obtenerlo a la fecha de publicación de
la presente convocatoria.

c) No haber sido condenado ni estar procesado o incul-
pado por delito doloso, a menos que hubiera obtenido la reha-
bilitación o hubiera recaído en la causa auto de sobreseimiento.

d) No hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones
públicas.

e) No haber sido separado mediante procedimiento dis-
ciplinario de un Cuerpo de cualquiera de las Administraciones
Públicas, ni suspendido para el ejercicio de funciones públicas,
en vía disciplinaria o judicial, salvo que hubiera sido debi-
damente rehabilitado.

f) No padecer enfermedad o defecto físico o psíquico que
le imposibilite el desempeño de las funciones de Médico
Forense.

g) Hallarse en pleno ejercicio de sus derechos civiles.

2.2. Los requisitos establecidos en la base anterior
deberán poseerse en el momento de finalización del plazo
de presentación de solicitudes y mantenerse hasta la toma

de posesión como funcionario del Cuerpo Nacional de Médicos
Forenses, salvo el correspondiente a la titulación, que deberá
poseerse o estar en condiciones de obtenerlo en la fecha de
publicación de la presente Resolución.

3. Pago de la tasa de examen y presentación de instancias.
3.1. Pago de la tasa de examen. Quienes deseen tomar

parte en estas pruebas selectivas deberán hacerlo constar en
instancia normalizada (ejemplar autocopiativo en cuyo ángulo
superior derecho figura «Modelo 790») y en la parte superior
figura «Ministerio de Justicia, solicitud de admisión a pruebas
selectivas de la Administración de Justicia y liquidación de
la tasa de derechos de examen», que será facilitada en los
Tribunales Superiores de Justicia, Audiencias Provinciales,
Gerencias Territoriales, Organos competentes de las Comu-
nidades Autónomas donde se convocan plazas, Centro de Infor-
mación Administrativa del Ministerio de Administraciones
Públicas, en el propio Ministerio de Justicia, en las Delega-
ciones y Subdelegaciones del Gobierno.

La instancia consta de tres copias en papel autocopiativo:
Una para la «entidad colaboradora», otra para el interesado
y otra para la Administración.

La solicitud, cumplimentada de acuerdo con los datos
que figuren en la convocatoria, se presentará, para el ingreso
de la tasa de examen, en cualquier Banco, Caja de Ahorros
o Cooperativa de Crédito, de las que actúan como entidades
colaboradoras en la recaudación tributaria. En la solicitud debe-
rá constar que se ha realizado el correspondiente ingreso de
la tasa de examen, mediante la validación por la entidad cola-
boradora en la que se realice el ingreso, a través de certificación
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mecánica, o en su defecto sello, firma autorizada y fecha de
la misma en el espacio destinado a estos efectos. Una vez
efectuado el pago, el interesado retirará de la entidad cola-
boradora el ejemplar para la Administración y el del interesado,
en los que figurará la validación de la entidad acreditativa
del pago efectuado.

De no efectuarse la solicitud en instancia normalizada,
quedará excluido el aspirante, pudiendo subsanarse en el plazo
previsto siempre que reúna los demás requisitos para su
admisión.

Las solicitudes presentadas en el extranjero, podrán cur-
sarse a través de las representaciones diplomáticas o con-
sulares españolas correspondientes, quienes las remitirán al
órgano convocante. El interesado adjuntará a dicha solicitud
el comprobante bancario original de haber satisfecho los dere-
chos de examen, mediante el oportuno ingreso del importe
correspondiente en la cuenta corriente número 0182 2581
30 0200000060, abierta en la sucursal del BBVA de la calle
San Bernardo, 18, de Madrid, a nombre de «Tesoro Público,
Ministerio de Justicia, Cuenta restringida para la recaudación
de tasas en el extranjero». El ingreso podrá efectuarse direc-
tamente en cualquier oficina del BBVA o mediante transfe-
rencia desde cualquier otra entidad bancaria.

La tasa de examen será de 24,52 E.
El pago de la tasa de examen deberá efectuarse y jus-

tificarse dentro del plazo fijado para la presentación de ins-
tancia, siendo causa de exclusión su incumplimiento.

En ningún caso la presentación y pago de la tasa de
examen en la entidad colaboradora supondrá sustitución de
la presentación en tiempo y forma de la solicitud de parti-
cipación ante el órgano convocante, según determina la base
3.2.

Estarán exentos del pago de la tasa de examen, de acuerdo
con la Ley 50/1998, de 30 de diciembre:

a) Los aspirantes con discapacidad igual o superior al
33%, quienes expresamente acreditarán junto con la solicitud
de participación su condición y grado de discapacidad legal-
mente reconocidos, así como su compatibilidad funcional para
desempeñar las tareas propias del Cuerpo Nacional de Médicos
Forenses.

b) Los aspirantes que figuren como demandantes de
empleo durante el plazo, al menos, de un mes anterior a
la fecha de publicación de la presente Resolución, siempre
que en el plazo del que se trate no hubieran rechazado oferta
de empleo adecuado ni se hubiesen negado a participar, salvo
causa justificada, en acciones de promoción, formación o
reconversión profesionales y carezcan de rentas superiores,
en cómputo mensual, al salario mínimo interprofesional.

La certificación relativa a la condición de demandante
de empleo, con los requisitos previstos en la Ley, se solicitará
en la oficina del Servicio Público de Empleo correspondiente.
En cuanto a la acreditación de las rentas, se realizará con
una declaración jurada o promesa escrita del aspirante. Ambos
documentos deberán acompañarse a la instancia de par-
ticipación.

3.2. Presentación de solicitudes: En la tramitación de
las solicitudes los aspirantes tendrán en cuenta que:

3.2.1. Efectuado el pago de la tasa de acuerdo con lo
previsto en la base 3.1, a la solicitud (ejemplar para la Admi-
nistración hoja núm. 1) se acompañará unida una fotocopia
del documento nacional de identidad y, en su caso, fotocopia
compulsada del certificado de conocimiento de la lengua auto-
nómica por cuyo ámbito territorial concurra, cuando el aspi-
rante opte por la acreditación documental y no por realizar
prueba de conocimiento.

3.2.2. El plazo de presentación de solicitudes será de
veinte días naturales, contados a partir del día siguiente a

la publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
del Estado.

3.2.3. La presentación de solicitudes (ejemplar para la
Administración hoja núm. 1) se efectuará en el Registro Gene-
ral del Ministerio de Justicia, Secretaría de Estado de Justicia,
calle de la Manzana, 2 (28015, Madrid), o en la forma esta-
blecida en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, modificado por
la Ley 4/1999, de 13 de enero. En el supuesto de remitirse
las solicitudes a través de las oficinas de correos, éstas deberán
presentarse en sobre abierto para ser fechadas y selladas por
el funcionario de correos antes de ser certificadas.

Las solicitudes suscritas en el extranjero podrán cursarse
en el plazo expresado en la base 3.2.2, a través de las repre-
sentaciones consulares españolas correspondientes, quienes
las remitirán seguidamente a la Secretaría de Estado de Jus-
ticia, de acuerdo con lo reseñado en el párrafo anterior y en
la base 3.1.

3.3. El aspirante deberá observar las siguientes instruc-
ciones en la cumplimentación de su solicitud:

3.3.1. En el recuadro destinado al «Cuerpo» hará constar
«Médicos Forenses».

3.3.2. En el recuadro donde dice «Provincia de examen»,
los aspirantes harán constar el ámbito territorial por el que
concurren, lo que conllevará los efectos previstos en la base 1.2
de la presente Resolución. En cualquier caso, de no espe-
cificarse en la solicitud el ámbito territorial por el que se con-
curre, será incluido de oficio en las listas definitivas por el
correspondiente a su domicilio, quedando, por tanto, afectado
al ámbito territorial del mismo según la base 1.2 de la presente
convocatoria.

3.3.3. Los aspirantes sólo podrán presentar una solicitud.
3.3.4. Los aspirantes con discapacidad que deseen adap-

tación en tiempo y forma en la realización de los ejercicios
deberán indicarlo en la solicitud, para lo cual utilizarán los
recuadros de minusvalía y adaptación, especificando en el
recuadro A) del epígrafe «Datos a consignar según las bases
de la convocatoria» de la solicitud la expresión «Solicita
adaptación».

3.4. Los aspirantes que deseen realizar la prueba optativa
de la lengua oficial de la Comunidad Autónoma del ámbito
territorial por donde optan, deberán indicarlo en la solicitud
en el recuadro C) del epígrafe «Datos a consignar según las
bases de la convocatoria» «prueba de idioma autonómico»,
o en caso contrario que les sea valorada la documentación
al efecto remitida con la instancia.

3.5. Los aspirantes quedan vinculados a los datos que
hayan hecho constar en sus solicitudes, pudiendo únicamente
solicitar su modificación mediante escrito motivado dentro del
plazo establecido en la base 3.2.2 de presentación de
solicitudes.

4. Admisión de aspirantes.
4.1. Terminado el plazo de presentación de instancias

y comprobadas todas las circunstancias y el pago de la tasa
de examen, la Secretaría de Estado de Justicia dictará Reso-
lución, que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado»
y en los Boletines de las Comunidades Autónomas con com-
petencias en materia de personal donde se convoquen plazas,
en el plazo máximo de un mes, en la que contendrá la relación
provisional de aspirantes excluidos con indicación de las cau-
sas de exclusión y ámbito por el que concurren, indicándose,
asimismo, los lugares donde se encuentren expuestas al públi-
co las listas certificadas completas de aspirantes admitidos
y excluidos: Ministerio de Justicia, página web del Ministerio
de Justicia www.mju.es Ofertas de Empleo Público, Centro
de Información Administrativa del Ministerio de Administra-
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ciones Públicas, Tribunales Superiores de Justicia, Audiencias
Provinciales, órganos competentes de las Comunidades Autó-
nomas donde se convocan plazas y Gerencias Territoriales
del Ministerio de Justicia y las Delegaciones y Subdelegaciones
del Gobierno.

En la lista constará, en todo caso, número de registro,
DNI, apellidos y nombre, además de las causas de exclusión.

4.2. Los aspirantes deberán comprobar no sólo que no
figuran en la relación de excluidos sino, además, que sus
nombres y demás datos constan correctamente en la relación
de admitidos. Los aspirantes excluidos dispondrán de un plazo
de diez días hábiles, contados a partir del siguiente a la publi-
cación de la Resolución en el Boletín Oficial del Estado en
el caso de que ésta no fuera simultánea a la publicación en
los Boletines Oficiales de las Comunidades Autónomas donde
se convocan plazas, para subsanar ante el órgano convocante
el defecto que haya motivado su exclusión, su omisión o los
errores materiales, circunstancias que, en su caso, darán origen
a la oportuna rectificación de la lista de admitidos. Quienes
no subsanen la exclusión o aleguen la omisión, justificando
su derecho a ser incluidos, serán definitivamente excluidos.

Los errores de hecho que pudieran advertirse, siempre
que ello no perjudique el normal desarrollo del proceso selec-
tivo, podrán subsanarse, en cualquier momento, de oficio o
a petición del interesado.

4.3. De conformidad con lo establecido por el artículo 12
de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos,
procederá la devolución de la tasa por derechos de examen
cuando el aspirante sea excluido por causas no imputables
al mismo. Por tanto, no procederá devolución alguna de los
derechos de examen en los supuestos de exclusión de las
pruebas selectivas por causas imputables al interesado, por
lo que en el supuesto de exclusión por no cumplir los requisitos
o no aportar los documentos exigidos en la convocatoria no
dará lugar a la devolución de la tasa de examen.

4.4. Fuera del plazo de subsanación, la Secretaría de
Estado de Justicia, de oficio o a instancia de parte, subsanará
los errores que pudieran advertirse, siempre que ello no per-
judique el normal desarrollo del proceso selectivo.

4.5. Contra la Resolución que excluya definitivamente
a algún aspirante, podrá éste interponer recurso de reposición
ante la Secretaría de Estado de Justicia en el plazo de un
mes o contencioso-administrativo ante los Juzgados Centrales
de lo Contencioso-Administrativo en el plazo de dos meses.
Los plazos se contarán a partir del día siguiente a su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

5. Tribunal.
5.1. El Tribunal Calificador de estas pruebas selectivas

tendrá la categoría primera de las previstas en le Real Decreto
236/1988, de 4 de marzo.

Estará compuesto por un funcionario del Cuerpo de Médi-
cos Forenses, destinado en puesto directivo, que lo presidirá
y los siguientes vocales: Un Catedrático o Profesor Titular de
Medicina Legal, un miembro de la carrera judicial (con cate-
goría de Magistrado) o un Fiscal, dos funcionarios del Cuerpo
de Médicos Forenses, un Facultativo del Instituto Nacional
de Toxicología, un funcionario del Grupo A de las Comunidades
Autónomas con competencia en materia de personal de la
Administración de Justicia donde se convocan plazas y un
funcionario del grupo A de la Administración General del Estado
destinado en el Ministerio de Justicia que actuará de Secretario.

Su nombramiento se hará público en el «Boletín Oficial
del Estado» y en los Boletines de las Comunidades Autónomas
con competencia en materia de personal de la Administración
de Justicia, donde se convocan plazas.

5.2. Previa convocatoria del Presidente, se constituirá el
Tribunal a la mayor brevedad posible, comunicándolo a la
Secretaría de Estado de Justicia con remisión del acta de la
sesión.

5.3. Si como consecuencia del número de aspirantes
admitidos se hiciera aconsejable nombrar más de un Tribunal,
se procedería a su nombramiento mediante resolución de la
Secretaría de Estado de Justicia publicada en el «Boletín Oficial
del Estado» y en los Boletines de las Comunidades Autónomas
donde se convocan plazas. En este supuesto, para conseguir
la necesaria coordinación entre los Tribunales Calificadores,
todos ellos actuarán conjuntamente bajo la dirección del Tri-
bunal núm. 1.

Los Tribunales se constituirán y actuarán en Madrid, efec-
tuando el proceso selectivo de los ámbitos territoriales citados
en la presente resolución de convocatoria.

5.4. El Tribunal núm. 1 propondrá a la Secretaría de
Estado de Justicia el lugar, fecha y hora de comienzo del
primer ejercicio, que deberá realizarse dentro de los dos meses
siguientes a la publicación de la relación definitiva de admitidos
y excluidos, así como el calendario preciso para el desarrollo
de las pruebas. El lugar, día y hora de la realización del primer
ejercicio se hará público en el «Boletín Oficial del Estado»
y en los Boletines de las Comunidades Autónomas donde se
convocan plazas.

Los sucesivos anuncios de las restantes pruebas se harán
públicos por el Tribunal en los locales especificados en la
base 1.7, con doce horas al menos de antelación al comienzo
de éste, si se trata del mismo ejercicio, y con veinticuatro
horas si se trata de uno nuevo.

Entre la total conclusión de un ejercicio o prueba y el
comienzo del siguiente deberá transcurrir un plazo mínimo
de setenta y dos horas y máximo de cuarenta y cinco días
naturales.

5.5. El Tribunal no podrá actuar sin la presencia del Pre-
sidente o Secretario o, en su caso, de quienes les sustituyan,
y la mitad al menos de sus miembros, uno de los cuales
será necesariamente Médico Forense. Por el Secretario se
extenderá acta de cada una de las sesiones que celebren,
la cual será leída en la siguiente sesión, hechas en su caso
las rectificaciones que procedan, se autorizará con la firma
del Secretario y el visto bueno del Presidente.

En las actas se consignará necesariamente el día, hora
y objeto de la reunión.

5.6. Durante el desarrollo de los ejercicios, el Tribunal
adoptará sus acuerdos por mayoría de votos y resolverá las
dudas que surjan en la aplicación de las normas de con-
vocatoria, decidiendo lo procedente en los supuestos no pre-
visto en la misma.

5.7. Los miembros de los Tribunales deberán abstenerse
de intervenir, notificándolo al Ministerio de Justicia, cuando
concurran en ellos circunstancias de las previstas en el
artículo 28 de la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
o si hubieran realizado tareas de preparación de aspirantes
a pruebas selectivas de acceso al Cuerpo Nacional de Médicos
Forenses en los cinco años anteriores a la publicación de esta
convocatoria.

Los Presidentes deberán recabar de los miembros de los
Tribunales declaración expresa de no hallarse incursos en las
circunstancias previstas en el artículo 28 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Así mismo, los aspirantes podrán recusar a los miembros
de los Tribunales cuando concurran las circunstancias pre-
vistas en el párrafo anterior.

El plazo para presentar la renuncia o manifestar la abs-
tención será de diez días naturales a contar a partir de la
publicación de la Resolución de nombramiento, siendo la fecha
de referencia la del Boletín Oficial del Estado, caso de no
ser simultánea con la de los Boletines de las Comunidades
Autónomas.

Con anterioridad a la iniciación del proceso selectivo, la
Resolución por la que se nombre a los nuevos miembros del
Tribunal que hayan de sustituir a los que hubieran perdido
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su condición por alguna de las causas anteriores, se hará
público en el Boletín Oficial del Estado y en los Boletines
de las Comunidades Autónomas en donde se convoquen
plazas.

5.8. El Tribunal podrá valerse de asesores para la rea-
lización de las pruebas que así lo requieran, que actuarán
con voz pero sin voto.

Igualmente, el Tribunal Calificador podrá proponer a la
Dirección General de Relaciones con la Administración de Jus-
ticia, para su aprobación, el número de personas necesarias
para asistir al mismo en las tareas de colaboración y vigilancia
de exámenes escritos. Estas propuestas deberán recaer en fun-
cionarios de la Administración de Justicia o de la Adminis-
tración Civil del Estado destinados en el Ministerio de Justicia.

5.9. El Tribunal Calificador adoptará las medidas nece-
sarias, de forma que los aspirantes con minusvalías realicen
los ejercicios en igualdad de condiciones que el resto de los
aspirantes.

En este sentido se establecerá, para las personas con
minusvalías que lo soliciten en las instancias, las adaptaciones
posibles en tiempo y medios para su realización.

A tal efecto, el Tribunal podrá requerir informe y, en su
caso, colaboración de los órganos Técnicos de la Adminis-
tración Laboral Sanitaria de los órganos competentes del Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales o de los órganos com-
petentes de las Comunidades Autónomas.

5.10. En ningún caso el Tribunal podrá aprobar ni declarar
que han superado la oposición un número superior de aspi-
rantes que el de plazas convocadas en cada ámbito territorial.
Cualquier propuesta de aprobados que contravenga lo esta-
blecido será nula de pleno derecho.

6. Proceso selectivo.
6.1. El orden de actuación de los opositores se iniciará

alfabéticamente por el primero de la letra «S» independien-
temente del ámbito por el que concurren los aspirantes, de
conformidad con lo establecido en la Resolución de 18 de
marzo de 2002, de la Secretaría de Estado para la Admi-
nistración Pública.

En el supuesto de que no exista ningún aspirante cuyo
primer apellido comience por la letra «S», el orden de actuación
se iniciará por aquellos opositores cuyo primer apellido comien-
ce por la letra «T» y así sucesivamente.

El orden de actuación del segundo y siguientes ejercicios
se fijará por el Tribunal, teniendo en cuenta lo previsto en
el párrafo anterior respecto a la letra, ordenado por ámbitos
territoriales de concurrencia.

6.2. En cualquier momento, los aspirantes podrán ser
requeridos por los miembros del Tribunal con la finalidad de
que acrediten su personalidad.

6.3. Si durante el desarrollo del proceso selectivo llegara
a conocimiento de los Tribunales que alguno de los aspirantes
carece de alguno de los requisitos exigidos en la convocatoria,
previa audiencia del interesado, deberá proponer su exclusión
a la Secretaría de Estado de Justicia, efectuando el traslado
del expediente, conteniendo las inexactitudes o falsedades for-
muladas por el aspirante en la solicitud de admisión, a los
efectos procedentes.

Si se suscitaran dudas a los Tribunales, respecto de la
capacidad funcional de un aspirante para el desempeño de
las actividades propias del Cuerpo Nacional de Médicos Foren-
ses, podrán recabar el correspondiente dictamen del Organo
competente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o,
en su caso, del Organo competente de la Comunidad Autónoma
que haya recibido los traspasos de medios personales para
el funcionamiento de la Administración correspondiente.

En este caso, en tanto se emita dictamen, el aspirante
podrá participar condicionalmente en el proceso selectivo, que-
dando en suspenso la resolución sobre la exclusión o inclusión
definitiva en el proceso hasta la recepción del dictamen.

Contra la Resolución definitiva de exclusión el aspirante,
podrá interponer recurso de reposición ante la Secretaría de
Estado de Justicia en el plazo de un mes o recurso conten-
cioso-administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Con-
tencioso-Administrativo en el plazo de dos meses. El plazo
se contará a partir del día siguiente al de su publicación en
el Boletín Oficial del Estado.

6.4. Todos los ejercicios se efectuarán en Madrid. La
fecha, lugar y hora de realización del primer ejercicio se publi-
cará en el Boletín Oficial del Estado y en los Boletines de
las Comunidades Autónomas con competencias en materia
de personal de la Administración de Justicia donde se convocan
plazas.

6.5. Se efectuará un solo llamamiento para cada ejercicio,
quedando decaídos en su derecho los opositores que no com-
parezcan a realizarlo, a menos que con anterioridad a dicho
acto justifiquen la causa de su incomparecencia, la cual será
libremente apreciada por los Tribunales. Si por éstos fuera
admitida, será objeto de nueva convocatoria para cuando los
Tribunales así lo acuerden. Si la causa alegada fuera enfer-
medad, los Tribunales podrán requerir la aportación de cer-
tificado médico expedido por Médico colegiado, y si así lo
consideran oportuno podrán recabar la información pertinente.

6.6. Iniciada la oposición, los anuncios y convocatorias
del Tribunal se expondrán en los locales reseñados en la
base 1.7 y donde se celebren los ejercicios y si fuere con-
veniente en cualquier otro centro de información, con doce
horas al menos de antelación al comienzo de las pruebas
si se trata del mismo ejercicio, o de veinticuatro horas si se
trata de un nuevo ejercicio.

Desde la conclusión de un ejercicio hasta el comienzo
del siguiente deberá transcurrir un plazo mínimo de setenta
y dos horas y un máximo de cuarenta y cinco días naturales.

6.7. Al terminar la realización de cada ejercicio, el Tribunal
decidirá por mayoría de votos emitidos abiertamente la apro-
bación o desaprobación de los aspirantes examinados por cada
ámbito territorial.

El número de aspirantes que supere el tercer ejercicio
no podrá superar el número de plazas convocadas en cada
ámbito territorial. Cualquier propuesta que contravenga esta
disposición será nula.

6.8. Una vez finalizados los tres ejercicios obligatorios,
el Tribunal Calificador convocará a los aspirantes que los hayan
superado para la celebración del cuarto ejercicio si lo hubieran
solicitado en su instancia. La puntuación obtenida en esta
prueba no podrá ser aplicada para superar la oposición ni
el curso en el Centro de Estudios Jurídicos, sino que será
determinante únicamente para establecer el número de orden
en la lista de aprobados dentro del ámbito territorial por el
que concurre el aspirante e inclusión en el Subescalafón, según
determina la base 7.1.4, debiendo figurar separada del total,
de la obtenida en los tres ejercicios obligatorios y del Curso
en el Centro de Estudios Jurídicos.

El Tribunal elevará a la Secretaría de Estado de Justicia
la relación de aspirantes que han superado los ejercicios obli-
gatorios y han realizado, en su caso, el optativo, a fin de
que sean nombrados funcionarios en prácticas, presenten la
documentación a que se refiere la base 10 de la convocatoria
y, en su caso, pasen a realizar el curso selectivo a que se
refiere la base 7.2.

6.9. El proceso selectivo tendrá una duración máxima
de ocho meses, y de doce meses el curso selectivo, salvo
que concurra causa objetiva que justifique su ampliación, apre-
ciada por la Secretaría de Estado de Justicia, oídos los Tri-
bunales, en su caso.

7. Ejercicios y curso selectivo.
El programa que ha de regir estas pruebas selectivas es

el publicado por Resolución de 9 de abril de 2001 (BOE
del 24).
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7.1. El procedimiento de selección de los aspirantes será
el de oposición y constará de tres ejercicios obligatorios y eli-
minatorios y un ejercicio optativo de carácter práctico o teórico
de conocimiento de idiomas autonómico y un curso selectivo
en el Centro de Estudios Jurídicos de Madrid.

7.1.1. Primer ejercicio. Consistirá en redactar, sin ayuda
de texto alguno, durante el tiempo máximo de seis horas,
tres temas de los siguientes grupos de materias:

1.er Grupo: Un tema de entre los 33 de organización
de la Medicina Forense. Derecho y Medicina.

2.º Grupo: Un tema extraído de entre los 15 temas de
Medicina Forense del Trabajo (temas 34 a 48) y de los 11
primeros temas de Toxicología Forense (temas 49 a 59).

3.er Grupo: Un tema de entre los comprendidos entre
los temas 60 a 95 de Toxicología Forense.

Cada uno de estos tres temas será sacado a la suerte
de entre los de su grupo respectivo, tal como se detalla en
el programa publicado por Resolución de 9 de abril de 2001
«Boletín Oficial del Estado» del 24.

Los aspirantes habrán de contestar a los tres temas, siendo
eliminados en caso contrario. Si el Tribunal apreciase, por
mayoría, la manifiesta deficiencia de exposición del ejercicio,
podrá darlo por terminado e invitar al opositor a que se retire.

7.1.2. Segundo ejercicio. Consistirá en la exposición oral,
durante el tiempo máximo de una hora, de cuatro temas de
las siguientes materias: Uno del temario conjunto de Patología
Forense; uno del temario conjunto de Sexología Forense, Medi-
cina Legal del recién nacido y Criminalística; uno de Tana-
tología Forense y el cuarto, de Psiquiatría Forense, de entre
los comprendidos en el programa de esta convocatoria.

7.1.3. Tercer ejercicio. Se compondrá de dos fases: La
primera consistirá en redactar, durante el tiempo máximo de
una hora, un informe clínico forense sobre un enfermo mental,
un lesionado o acerca de la valoración de una invalidez, previo
reconocimiento del paciente durante treinta minutos. La segun-
da tendrá por objeto la resolución durante un tiempo máximo
de dos horas de un problema necrópsico.

El número de aspirantes que supere este ejercicio no podrá
superar el número de plazas convocadas por cada ámbito terri-
torial, siendo nulo todo acuerdo en contrario.

7.1.4. Cuarto ejercicio optativo. A realizar, una vez fina-
lizado el tercer ejercicio, por aquellos aspirantes que hayan
obtenido plaza en la oposición y concurran por ámbito territorial
con lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma (ba-
se 1.1), y hubieran solicitado la prueba del nivel de cono-
cimiento en su instancia de participación. Consistirá en la
acreditación del nivel de conocimiento de la lengua oficial
de dicha Comunidad, mediante la certificación del nivel
de conocimiento que haya presentado junto con la instancia
de participación, o por la realización de una prueba de nivel
de conocimientos. Para la realización de la prueba de nivel
de conocimientos de la lengua oficial propia de la Comunidad
Autónoma, el Tribunal recabará la colaboración de la Comu-
nidad Autónoma correspondiente. En ambos casos, la valo-
ración se efectuará de acuerdo con los criterios establecidos
en la base 8. La puntuación de la prueba optativa de nivel
de conocimiento de la lengua oficial de la Comunidad Autó-
noma respectiva sólo será aplicable en el ámbito de la Comu-
nidad Autónoma por la que concurre, a los solos efectos de
establecer el número en la relación de aprobados dentro del
ámbito territorial por el que concurre el aspirante, por lo que
deberá reflejarse separado de la obtenida en los ejercicios obli-
gatorios, a los efectos de su inclusión en el subescalafón a
que se refiere el artículo 17.4 del Reglamento Orgánico de
Médicos Forenses.

7.1.5. En la realización de los ejercicios se observarán
las siguientes actuaciones:

a) En los ejercicios escritos, los opositores podrán actuar
según criterios del Tribunal, y atendiendo al número de aqué-
llos, bien conjuntamente, bien por grupos. Los ejercicios escri-
tos se celebrarán a puerta cerrada, sin otra asistencia que
los opositores y los miembros del Tribunal. En sesión pública,
serán leídos por el opositor, o en su imposibilidad, y a su
ruego, por la persona que designe, o por un miembro del
Tribunal.

b) En el ejercicio oral. El opositor, antes de comenzar
su ejercicio, dispondrá de quince minutos para ordenar su
exposición y formular por escrito, si así lo desea, un esquema
o guion a la vista del Tribunal en tiempo que podrá coincidir
parcialmente con el examen del opositor anterior. Este ejercicio
tendrá lugar en sesión pública y cuando, en atención a los
dos primeros temas expuestos, apreciase la mayoría del Tri-
bunal la manifiesta deficiencia del ejercicio, podrá darlo por
terminado e invitar al opositor a que se retire.

c) Ejercicio optativo. El cuarto ejercicio, de carácter opta-
tivo, a realizar de acuerdo con lo previsto en la base 7.1.4,
una vez superado el tercer ejercicio y con anterioridad a la
realización del curso selectivo en el Centro de Estudios
Jurídicos.

7.1.6. Entre la terminación de uno de los ejercicios y
el inicio del siguiente habrá de mediar un mínimo de setenta
y dos horas y un máximo de cuarenta y cinco días naturales.

7.2. Curso selectivo en el Centro de Estudios Jurídicos.

7.2.1. Esta fase consistirá en la superación de un Curso
Selectivo teórico-práctico en el Centro de Estudios Jurídicos
de Madrid.

7.2.2. Los aspirantes que hayan aprobado los tres ejer-
cicios obligatorios de la fase de oposición deberán superar
el curso que se realice en el centro de Estudios Jurídicos cuya
duración será de un tiempo máximo de doce meses, según
se determina en la base 6.9.

7.2.3. Durante la realización del citado curso en el Centro
de Estudios Jurídicos en Madrid, los aspirantes a ingreso en
el Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, a efectos retributivos,
tendrán la consideración de funcionarios en prácticas, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 56 del Reglamento del
Centro de Estudios Jurídicos.

8. Calificación de los ejercicios, del curso y valoración
de la lengua autonómica.

8.1. La puntuación se otorgará de forma independiente
en cada ejercicio.

Los puntos que podrá conceder cada miembro de los
Tribunales a los opositores será de 5 a 10 puntos por cada
tema del primer y segundo ejercicios, y de 5 a 10 puntos
por la totalidad de las dos pruebas del tercero. Las puntua-
ciones serán sumadas, sin incluir la más alta ni la más baja,
dividiéndose el total que resulte, después de hecha esta deduc-
ción, por el número de Vocales asistentes, cuya calificación
se hubiera computado, y la cifra del cociente constituirá la
calificación.

8.2. La calificación a otorgar en el Curso Selectivo teó-
rico-práctico se efectuará de acuerdo con lo previsto en el
artículo 45 del Reglamento del Centro de Estudios Jurídicos,
puntuándose de 0,00 a 5,00. Quedarán eliminados los aspi-
rantes que no obtengan un mínimo de 2,50 puntos.

8.3. La valoración del conocimiento de la lengua auto-
nómica de los ámbitos territoriales con lengua oficial propia
donde se convocan plazas se puntuará con un máximo de
6 puntos.

Los criterios para la valoración de la prueba optativa de
conocimiento de la lengua oficial de la Comunidad Autónoma
por la que se concurre y donde se han convocado plazas
serán los siguientes:
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8.3.1. En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cata-
luña: El conocimiento del idioma se acreditará mediante apor-
tación de los certificados de la Junta Permanente de Catalán
o equivalente del ámbito lingüístico catalán.

1. Certificado de nivel B: 2 puntos.
2. Certificado de nivel C: 4 puntos.
3. Certificado de nivel D: 6 puntos.

8.3.2. Comunidad Autónoma Gallega:

1. Curso de iniciación y perfeccionamiento: 2 puntos.
2. Curso medio de lenguaje jurídico gallego: 4 puntos.
3. Curso superior de lenguaje jurídico gallego: 6 puntos.

8.3.3. Comunidad Valenciana:

1. Certificado de grado elemental, oral y escrito del valen-
ciano: 2 puntos.

2. Certificado de grado medio, oral y escrito del valenciano:
4 puntos.

3. Certificado de grado superior, oral y escrito, de valen-
ciano: 6 puntos.

8.4. La calificación de la oposición vendrá determinada
por la puntuación media resultante de la suma de las pun-
tuaciones de los tres ejercicios obligatorios y la obtenida en
el curso seguido en el Centro de Estudios Jurídicos.

8.5. La puntuación de la prueba optativa figurará aparte
y se sumará a la obtenida en la oposición una vez superada
ésta a los solos efectos de establecer el número en la relación
de aprobados del ámbito territorial por el que concurre el aspi-
rante y de integración en el subescalafón.

9. Lista de aprobados.
9.1. Al finalizar la lectura del primer ejercicio, el Tribunal

hará público la relación de aprobados en el mismo por ámbitos
territoriales, con indicación de la nota correspondiente a la
calificación del ejercicio, convocando a los que figuren en la
relación para la realización del segundo ejercicio. Finalizado
el segundo ejercicio, el Tribunal hará pública la relación de
los aspirantes que lo han superado, con especificación de
la nota obtenida en el segundo ejercicio por ámbitos terri-
toriales, convocándoles para la práctica del tercer ejercicio.
Finalizado el tercer ejercicio, el Tribunal hará pública la relación
de aspirantes que lo han superado, con especificación de la
nota obtenida por ámbitos territoriales, y cuyo número no podrá
superar al de plazas convocadas en cada ámbito territorial.

Los aspirantes no comprendidos en las respectivas rela-
ciones de aprobados se considerarán eliminados del proceso
selectivo a todos los efectos.

Los aspirantes incluidos en la relación de aprobados del
tercer ejercicio serán convocados para la práctica de la prueba
optativa, siempre que lo hubieran solicitado en su instancia
de participación, o les será valorada la documentación acre-
ditativa del conocimiento de la lengua autonómica en su caso.

9.2. Por el Tribunal número 1 se elevará a la Secretaría
de Estado de Justicia la lista de aprobados, por ámbito territorial
ordenada por puntuación total, resolviendo los empates, aten-
diendo en primer lugar a la puntuación obtenida en el segundo
ejercicio, en segundo lugar a la obtenida en el primer ejercicio,
en tercer lugar a la del tercer ejercicio. De persistir el empate
éste se resolverá a lo largo de la realización del Curso Selectivo
teórico-práctico a que se hace referencia en la bases 7.2.
y 11.

En la lista figurará el número de orden, el DNI, apellidos
y nombre, puntuación del primer ejercicio, del segundo ejer-
cicio, del tercer ejercicio, puntuación total y, en su caso, pun-
tuación de la prueba optativa.

En la lista no podrá figurar un número de aspirantes,
por ámbito, superior al de plazas convocadas, siendo nulo
cualquier acuerdo en contrario.

Recibida la propuesta, la Secretaría de Estado de Justicia
dictará Resolución, que se publicará en el Boletín Oficial del
Estado y en los Boletines de las Comunidades Autónomas
donde se convocan plazas, conteniendo la relación de apro-
bados.

Contra la Resolución por la que se publique la lista de
aprobados, por ámbitos territoriales, los aspirantes podrán
interponer recurso de reposición ante la Secretaría de Estado
de Justicia, en el plazo de un mes, o recurso contencioso-ad-
ministrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Ad-
ministrativo en el plazo de dos meses.

10. Presentación de documentación.
10.1. En el plazo de veinte días naturales, contados a

partir del día siguiente al de la publicación en el Boletín Oficial
del Estado y en los Boletines de las Comunidades Autónomas
donde se convocan plazas, de la relación de aprobados en
la oposición, por ámbito territorial, a que se refiere la base 9.2,
los aspirantes que figuren en la misma presentarán en el Regis-
tro General del Ministerio de Justicia, Secretaría de Estado
de Justicia, calle de la Manzana, 2, o por los medios previstos
en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley
4/1999 de 13 de enero, los documentos siguientes:

a) Dos fotocopias compulsadas del Documento Nacional
de Identidad.

b) Fotocopia compulsada del título de Licenciado en Medi-
cina y Cirugía.

c) Declaración jurada o promesa de no haber sido sepa-
rado, mediante procedimiento disciplinario, del servicio de nin-
guna Administración Pública, ni hallarse inhabilitado para el
ejercicio de funciones públicas, según modelo que figura en
el Anexo I de esta convocatoria.

d) Declaración formal de no encontrase inhabilitado o
incurso en procedimientos que le impida desempeñar el puesto
de Médico Forense en los términos previstos en la base 2.1,
de acuerdo con lo previsto en el artículo 390 y siguientes
del Código Penal (Ley Orgánica 10/95, de 23 de noviembre),
según modelo del Anexo II.

e) Declaración de no estar comprendido en ninguna de
las causas establecidas en las disposiciones orgánicas, según
modelo Anexo III de esta convocatoria.

f) Certificado médico acreditativo de no padecer enfer-
medad ni defecto físico o psíquico que imposibilite para el
ejercicio de la función de Médico Forense, expedido por el
Facultativo de Medicina General de la Seguridad Social que
le corresponda al interesado y, en caso de que no esté acogido
a ningún régimen de la Seguridad Social, se expedirá por los
Servicios Provinciales del Ministerio de Sanidad y Consumo
u Organismos correspondientes de las Comunidades Autó-
nomas.

g) El certificado de penales será aportado de oficio por
la Secretaría de Estado de Justicia, de acuerdo con lo previsto
en el art. 35.f) de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, para lo que los aspirantes, que figuren en la lista
definitiva de aprobados, remitirán cumplimentado el modelo
que como Anexo se publicará junto con la lista definitiva de
aprobados.

10.2. Ante la imposibilidad, debidamente justificada, de
no poder presentar los documentos expresados en la
base 10.1, podrá acreditarse que poseen las condiciones exi-
gidas en la convocatoria mediante cualquier medio de prueba
admisible en derecho.

10.3. Los aspirantes que tuvieran la condición de fun-
cionarios públicos, en servicio activo, estarán exentos de
justificar documentalmente las condiciones y requisitos ya
demostrados para obtener su anterior nombramiento, debiendo
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presentar certificación del Ministerio u Organismo del que
dependan, por la que se acredite su condición y cuantas cir-
cunstancias consten en su hoja de servicios.

10.4. Quienes dentro del plazo fijado, y salvo causa de
fuerza mayor, no presentaren la documentación, o del examen
de la misma se dedujera que carecen de alguno de los requi-
sitos establecidos en la base 2, no podrán ser nombrados
funcionarios de carrera y quedarán anuladas sus actuaciones,
sin perjuicio de la responsabilidad en que hubieren incurrido
por falsedad en la solicitud inicial.

10.5. Comprobado que los aspirantes reúnen los requi-
sitos de la base 2.1 de la presente convocatoria, la Secretaría
de Estado de Justicia dictará Resolución, que se publicará
en el «Boletín Oficial del Estado» y en los Boletines Oficiales
de las Comunidades Autónomas donde se convoquen plazas,
nombrando funcionarios en prácticas a los aspirantes que han
superado la oposición, convocándoles para la realización del
curso selectivo teórico-práctico en el Centro de Estudios Jurí-
dicos, de acuerdo con lo previsto en el art. 56 del Reglamento
del Centro de Estudios Jurídicos.

Contra la Resolución por la que se publique la lista de
aprobados, por ámbitos territoriales, los aspirantes podrán
interponer recurso de reposición ante la Secretaría de Estado
de Justicia, en el plazo de un mes, o recurso contencioso-ad-
ministrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Ad-
ministrativo en el plazo de dos meses. El plazo se contará
a partir del día siguiente a la publicación de la lista en el
«Boletín Oficial del Estado».

11. Curso teórico-práctico, nombramiento y destino.
Los aspirantes que hayan superado la oposición y acre-

ditado, dentro del plazo reglamentario, reunir los requisitos
exigidos en la base 2 seguirán, con carácter de funcionarios
en prácticas, un Curso Selectivo en el Centro de Estudios Jurí-
dicos de Madrid, de acuerdo con lo previsto en el Reglamento
del Centro de Estudios Jurídicos a que se refiere la base 7.2.

La duración del curso no podrá superar un año.
El plazo máximo de comienzo del curso, desde la publi-

cación de las relaciones definitivas de opositores aprobados,
no superará los seis meses.

La calificación del curso se efectuará de acuerdo con lo
previsto en la base 8.2.

Finalizado el mismo, el Centro de Estudios Jurídicos ele-
vará propuesta a la Secretaría de Estado de Justicia ordenada
por puntuación media obtenida, dentro de cada ámbito, en
los ejercicios obligatorios de la oposición y la del curso teó-
rico-práctico, figurando separada, en su caso, la nota de la
prueba optativa, teniendo en cuenta en caso de empate lo
previsto en la base 9.2.

La Secretaría de Estado de Justicia, recibida la propuesta
formulada por el Centro de Estudios Jurídicos, publicará en
el Boletín Oficial del Estado y de las Comunidades Autónomas
donde se convocan plazas, Resolución nombrando funciona-
rios de carrera a los aspirantes que han superado la oposición
y reúnan los requisitos establecidos para ello en la presente
convocatoria.

Las plazas para ser cubiertas por los aspirantes que han
superado la oposición y el Curso Selectivo teórico-práctico
serán ofertadas por la Administración competente en cada
caso.

12. Norma final.
Contra la presente Resolución podrá interponerse recurso

potestativo de reposición ante la Secretaría de Estado de Jus-
ticia en el plazo de un mes o contencioso-administrativo ante
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo en
el plazo de dos meses. En ambos, contados a partir de la
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Los actos administrativos que se deriven de ella y de
las actuaciones de los Tribunales podrán ser impugnados por
los interesados dentro de los plazos y en los casos y formas

establecidos en la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

ANEXO I

Don/Doña ................................................................,
con domicilio en ........................................................, con
documento nacional de identidad número ..........................,
declara bajo juramento o promesa, a efectos de ser nombrado
funcionario del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses, que
no ha sido separado del servicio de ninguna de las Admi-
nistraciones Públicas y que no se halla inhabilitado para el
ejercicio de funciones públicas.

En ........................, a ....... de ........................ de ......

El declarante

ANEXO II

(Ley 68/1980, de 1 de diciembre, en relación con el artícu-
lo 390 y siguientes del Código Penal; Ley Orgánica 10/95,
de 23 de noviembre, BOE del 24, rectificado el 2 de marzo

de 1996)

El que suscribe, don/doña ..........................................,
con documento nacional de identidad número .....................,
expedido en ....................., el .......... de .......... de ..........,
por el presente declaro, bajo mi responsabilidad personal y
con conocimiento de las sanciones que por falsedad pudiera
incurrir por infracción de los artículos del Código Penal con-
signados al inicio, que a efectos de ser nombrado funcionario
del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses:

Que no me encuentro inculpado o procesado, no me han
sido aplicadas medidas de seguridad, no me han sido impues-
tas sanciones gubernativas como consecuencia de expediente
administrativo sancionador por hechos que guarden relación
directa con el objeto del expediente en el plazo de los tres
últimos años inmediatamente anteriores a esta fecha.

En ........................, a ....... de ........................ de ......

El declarante

ANEXO III

Don/Doña ................................................................,
con domicilio en ..............................................................,
de ...................... años de edad, con documento nacional de
identidad número ................................., una vez superadas
las pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo Nacional de
Médicos Forenses.

Declara bajo juramento o promesa, no hallarse compren-
dido en ninguna de las causas de incapacidad e incompa-
tibilidad establecidas en las disposiciones orgánicas.

En ........................, a ....... de ........................ de ......

El declarante
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CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 14 de mayo de 2002, de la
Viceconsejería, por la que se anuncia convocatoria
pública para proveer un puesto de trabajo por el sis-
tema de libre designación. Código 2091810.

De conformidad con lo previsto en el artículo 25.1 de
la Ley 6/85, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función
Pública de la Junta de Andalucía, y lo prevenido en el Capítu-
lo V del Título III del Decreto 2/2002, de 9 de enero, esta
Viceconsejería, en virtud de la competencia que tiene delegada
por la Orden de 26 de mayo de 1994 (Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, núm. 85, de 9 de junio), acuerda
anunciar la convocatoria para la provisión, por el procedimiento
de libre designación, del puesto de trabajo que se relaciona
en el Anexo de la presente Resolución, con arreglo a las
siguientes

B A S E S

Primera. El puesto de trabajo que se convoca podrá ser
solicitado por los funcionarios que reúnan los requisitos seña-
lados para el desempeño de dicho puesto en el Anexo que
se acompaña y aquellos otros de carácter general exigidos
por la legislación vigente.

2. El personal docente y sanitario podrá participar en la
provisión de puestos de Administración Educativa (AX) o Sani-
taria (AS), respectivamente, conforme se indica en la relación
de puestos de trabajo.

Segunda. Los interesados dirigirán las solicitudes a la Vice-
consejería de Salud (Avda. de la Innovación, s/n, Edificio Are-
na, 1, 41020, Sevilla).

Tercera. El plazo de presentación de solicitudes será de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente al de la
publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, y se presentarán preferentemente en el Registro
General de la Consejería de Salud, sito en Sevilla, Avda. de
la Innovación, s/n, Edificio Arena 1, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Cuarta. En la instancia figurarán los datos personales del
solicitante, acompañándose de un currículum vitae en el que
se hará constar, además del Número de Registro de Personal,
Cuerpos de pertenencia y destino actual:

a) Títulos académicos.
b) Puestos de trabajo desempeñados en la Administración

Pública.
c) Años de servicio.
d) Grado consolidado.
e) Estudios y cursos realizados y cuantos otros méritos

estime el aspirante oportuno poner de manifiesto.

A la citada solicitud podrán acompañar, en todo caso,
aquellas publicaciones, informes o cualquier otra documen-
tación que permita apreciar los requisitos exigidos.

2. Los méritos alegados y acreditados se valorarán a la
fecha de publicación, debiendo ser justificados con la docu-
mentación original o fotocopia compulsada.

Quinta. Una vez transcurrido el período de presentación
de instancias, las solicitudes formuladas serán vinculantes para
el peticionario, y los destinos adjudicados serán irrenunciables,
salvo que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión,

se hubiera obtenido otro destino mediante convocatoria
pública.

Sevilla, 14 de mayo de 2002.- El Viceconsejero, Ignacio
Moreno Cayetano.

A N E X O

CONSEJERIA DE SALUD

Centro directivo: Delegación Provincial de Salud de
Granada.

Denominación y Código del Puesto: Servicio Salud.
Código 2091810.
Núm.: 1.
Ads.: F.
Modo acceso: PLD.
Grupo: A.
Cuerpo: P-A2.
Tipo Admón.: AS.
Area funcional: Salud y Ord. Sanitaria.
Area relacional: Cont. y Anál. Salud.
C.d.: 27.
C. específico RFIDP E/m.: XXXX-12.788,64.
Experiencia: 3.
Localidad: Granada.
Méritos específicos: Licenciado en Medicina, Farmacia,

etc., con formación en Salud Pública y Administración Sani-
taria.

RESOLUCION de 3 de mayo de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se anuncia convocatoria
pública para cubrir puesto de trabajo de carácter direc-
tivo por el sistema de libre designación.

Conforme a lo previsto en la Orden de 17 de julio de
1992, de la Consejería de Salud, se anuncia la provisión de
puesto de trabajo de carácter directivo, por el sistema de libre
designación, con sujeción a las siguientes bases:

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de carácter directivo, por el sistema de libre designación, que
se detalla en el Anexo de la presente Resolución.

Segunda. Podrá participar en la presente convocatoria el
personal estatutario del Sistema Nacional de Salud y los fun-
cionarios públicos incluidos en el ámbito de aplicación de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, y de la Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función
Pública, así como toda persona que reúna los requisitos exi-
gidos en el Anexo de la presente convocatoria y los de carácter
general establecidos en la Ley 30/1999, de 5 de octubre,
de Selección y Provisión de Plazas de Personal Estatutario
de los Servicios de Salud.

Tercera. 1. Las solicitudes estarán dirigidas a la Dirección
Gerencia del Servicio Andaluz de Salud (Unidad de Directivos)
y se presentarán en el plazo de quince días hábiles, contados
a partir del siguiente al de la publicación de la presente Reso-
lución, en el Registro General de los Servicios Centrales del
Servicio Andaluz de Salud, Avda. de la Constitución, núm.
18, de Sevilla, C.P. 41071, sin perjuicio de lo establecido
en el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

2. En la solicitud figurarán los datos personales, acom-
pañando breve «curriculum vitae» en el que se harán constar
cuantos datos y méritos se relacionen con el contenido del
puesto solicitado, junto con certificación oficial actualizada de
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la situación administrativa y servicios prestados y título com-
pulsado de la titulación académica requerida. Los méritos ale-
gados deberán ser justificados con documentos originales o
fotocopias debidamente compulsadas de los mismos.

3. No será necesario acompañar nuevamente el «cu-
rriculum vitae» ni los justificantes de los datos y méritos ale-
gados que ya figuren actualizados en la Bolsa de Candidatos
a Puestos Directivos de la Unidad de Directivos del Servicio
Andaluz de Salud.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, ante el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo donde tenga su domicilio el/la deman-
dante o se halle la sede del órgano autor del acto impugnado,
de conformidad con lo dispuesto en los arts. 8, 14 y 46 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sin per-
juicio de la interposición del recurso potestativo de reposición
en el plazo de un mes.

Sevilla 3 de mayo de 2002.- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

A N E X O

Organismo: Servicio Andaluz de Salud.
Centro de destino: Hospital «Infanta Margarita», de Cabra

(Córdoba).
Denominación del puesto: Director de Enfermería.
Modo de acceso: Libre designación.
Requisitos para el desempeño. Titulación: Diplomado Uni-

versitario en Enfermería/ATS.
Se valorará: Experiencia y formación en Gestión Sanitaria.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 14 de mayo de 2002, de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se anuncia convocatoria pública para cubrir
puesto de trabajo de libre designación en la Consejería.

Quedando vacante el puesto de trabajo que se detalla
en Anexo adjunto, y conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 25.1 de la Ley 6 /1985, de 28 de noviembre, de Ordenación
de la Función Pública de la Junta de Andalucía, esta Dirección
General, en virtud de la competencia que tiene delegada por
Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA núm. 67, de 18 de
junio), anuncia la provisión de puesto de trabajo de libre desig-
nación, con sujeción a las siguientes

B A S E S

Primera. Se convoca la provisión del puesto de trabajo
de libre designación que se detalla en el Anexo de la presente
Resolución.

Segunda 1.º Podrá participar en la presente convocatoria
el personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño de los mismos en el Anexo que se acompaña
y aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

2.º El personal docente podrá participar en la provisión
de los puestos que estén catalogados como de Administración
Educativa, conforme se indica en la relación de puestos de
trabajo.

Tercera 1.º Los interesados dirigirán las solicitudes a la
Consejería de Educación y Ciencia, Dirección General de Ges-

tión de Recursos Humanos, Edif. Torretriana, Avda. Juan Anto-
nio de Vizarrón, s/n, de Sevilla, 41092, dentro del plazo de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente al de la
publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, bien directamente o a través de
las oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

2.º En la instancia figurarán los datos personales, acom-
pañando «curriculum vitae», en el que se hará constar el núme-
ro de Registro Personal, Cuerpo de pertenencia, Grado personal
consolidado, títulos académicos, puestos de trabajo desem-
peñados y cuentos otros méritos se relacionen con el contenido
del puesto ofertado.

3.º Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compul-
sadas.

Cuarta. Una vez transcurrido el período de presentación
de instancias, la solicitud formulada será vinculante para los
peticionarios, y el destino adjudicado será irrenunciable, salvo
que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión, se hubiere
obtenido otro destino mediante convocatoria pública.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en los artículos 65 y 51 del Decreto 2/2002, de
9 de enero, Reglamento General de Ingreso, Promoción Inter-
na, provisión de puestos y promoción profesional de los fun-
cionarios de la Admón. General de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso de reposición potestativo
ante el órgano que suscribe en el plazo de un mes, contado
desde el día siguiente a la publicación de esta Resolución,
según disponen los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
o recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo de Sevilla o ante el Juzgado en
cuya circunscripción tuviera el demandante su domicilio, a
elección de este último, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la publicación de esta Resolución,
de conformidad con lo previsto en el artículo 46 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 14 de mayo de 2002.- El Director General, Carlos
Gómez Oliver.

A N E X O

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

Centro directivo: Secretaría General Técnica.
Localidad: Sevilla.
Denominación del puesto: Coordinador General de Pla-

nificación y Control Presupuestario.
Código: 1750010.
Núm. de plazas: 1.
Ads.: F.
Tipo de Administración:
Características esenciales:
Grupo: A.
Cuerpo: P-A11.
Area funcional: Presupuestos y Gestión Económica.
Area relacional: Administración Pública.
Nivel C.D.: 30.
C. específico RFIDP/euros: XXXX-16.219,32.
Requisitos desempeño:
Experiencia: 4.
Titulación:
Otras características:
Méritos específicos:
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 11 de marzo de 2002, de la
Viceconsejería, por la que se autorizan tarifas de agua
potable de Villamartín (Cádiz). (PP. 688/2002).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión Provincial de Precios de Cádiz, y en uso de las
facultades que tengo atribuidas por el artículo 7 del Decreto
266/1988, de 2 de agosto, por el que se regula el ejercicio
de las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía
en materia de precios autorizados, en la redacción dada por
el Decreto 137/2000, de 16 de mayo,

R E S U E L V O

Autorizar las tarifas de agua potable que a continuación
se relacionan, ordenando su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Tarifas autorizadas
Concepto IVA excluido

Cuota fija o de servicio

Uso doméstico 5,6329 euros/trimestre
Uso industrial y comercial 10,7481 euros/trimestre

Cuota variable o de consumo

De 0 hasta 25 m3/trimestre 0,2707 euros/m3

Más de 25 hasta 50 m3/trimestre 0,5097 euros/m3

Más de 50 m3/trimestre 0,7086 euros/m3

Derechos de acometida

Parámetro A: 17,9763 euros/mm
Parámetro B: 0,00 euros/l/seg

Cuota de contratación

Calibre del contador en mm

13 28,2476 euros
15 37,2628 euros
20 59,5002 euros
25 81,1366 euros
30 98,5660 euros
40 134,6267 euros
50 170,6874 euros
65 224,7785 euros
80 278,8696 euros

100 350,9911 euros

Fianzas

Calibre del contador en mm

13 33,0557 euros
15 59,8007 euros
20 79,6341 euros
25 130,7201 euros
30 158,6672 euros
40 199,2355 euros
50 y superiores 264,4453 euros

Esta Resolución surtirá efecto el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la
titular de esta Consejería en el plazo de un mes, contado
desde el día siguiente al de su notificación o, en su caso,
publicación, de conformidad con lo establecido en los artícu-
los 114 y 115, en relación con el 48, de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 11 de marzo de 2002.- El Viceconsejero, José
Salgueiro Carmona.

RESOLUCION de 28 de mayo de 2002, del Ins-
tituto de Estadística de Andalucía, por la que se hace
pública la adjudicación de las becas de formación en
el área de la estadística pública para el año 2002.

En cumplimiento de lo establecido en los artículos 9.2.e)
y 13.3 del Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, por el
que se aprueba el Reglamento por el que se regulan los pro-
cedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públi-
cas por la Administración de la Junta de Andalucía y sus
Organismos Autónomos y su régimen jurídico (BOJA
núm. 136, de 24 de noviembre), el Instituto de Estadística
de Andalucía resuelve:

Primero. Hacer público que mediante Resolución de 28
de mayo de 2002 se adjudican becas de formación en el
área de la estadística pública convocadas por la Orden de
28 de enero de 2002 (BOJA núm. 17, de 9 de febrero).

Segundo. El contenido íntegro de dicha Resolución estará
expuesto en el tablón de anuncios del Instituto de Estadística de
Andalucía y en los tablones de las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Economía y Hacienda, a partir del mismo
día de la publicación de la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Tercero. El plazo para aceptar las becas y cuantas obli-
gaciones se deriven de la adjudicación de las mismas, con-
forme a lo dispuesto en la Orden de 6 de junio de 2000,
así como recurrir, se computará a partir del día siguiente al
de la publicación de la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 28 de mayo de 2002.- La Directora, María Isabel
Bozzino Barbudo.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con
fecha 24 de enero de 2002.

En el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 2250/98, interpuesto por «Eurosemillas, S.A.», contra reso-
lución del Tribunal Económico Administrativo Regional de
Andalucía, números 14/537/96, 14/538/96, 14/539/96,
14/540/96 y 14/541/96, la Sección Segunda de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía ha dictado sentencia, que es firme, de fecha
veinticuatro de enero de dos mil dos, cuya parte dispositiva
es del siguiente tenor literal:

Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el
presente recurso contencioso-administrativo contra el Acuerdo
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del TEARA recogido en el Primero de los Antecedentes de
Hecho por ser acorde con el ordenamiento jurídico. Sin costas.

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguien-
tes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
he dispuesto el cumplimiento, en sus propios términos, de
la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba, 8 de mayo de 2002.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con fecha
27 de septiembre de 2001.

En el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 2245/98, interpuesto por la sociedad mercantil «Cornejo
Regal, S.A.», contra resolución del Tribunal Económico Admi-
nistrativo Regional de Andalucía, número 14/3207/96, la Sec-
ción Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía ha dictado sen-
tencia, que es firme, de fecha veintisiete de septiembre de
dos mil uno, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:

Fallamos: Desestimar el recurso formulado por la entidad
Cornejo Regal, S.A., contra la resolución del TEARA que se
dice en el primer Fundamento de Derecho de esta sentencia,
al hallarse ajustada al ordenamiento jurídico. Sin costas.

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguien-
tes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
he dispuesto el cumplimiento, en sus propios términos, de
la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba, 8 de mayo de 2002.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con
fecha 17 de septiembre de 2001.

En el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 937/1999, interpuesto por «Soldacor, S.A.», contra reso-
lución del Tribunal Económico Administrativo Regional de
Andalucía, número 14/01952/97, la Sección Primera de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía ha dictado sentencia, que es firme,
de fecha diecisiete de septiembre de dos mil uno, cuya parte
dispositiva es del siguiente tenor literal:

Fallamos: Que debemos desestimar el recurso interpuesto
por Soldacor, S.A., representada por el Procurador Sr. Candil
del Olmo y defendida por el Letrado Sr. Quirós Garrido, contra
Resolución de 24 de marzo de 1999 del TEARA
(R. 14/01952/97), por ser conforme al ordenamiento jurídico.
No hacemos pronunciamiento sobre costas.

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguien-
tes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
he dispuesto el cumplimiento, en sus propios términos, de
la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba 8 de mayo de 2002.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sección
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con
fecha 11 de enero de 2002.

En el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 2383/98, interpuesto por «Hermanos Muela García, S.L.»,
contra resolución del Tribunal Económico-Administrativo
Regional de Andalucía, número 14/60/96, la Sección Segunda
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía ha dictado sentencia, que es
firme, de fecha once de enero de dos mil dos, cuya parte
dispositiva es del siguiente tenor literal:

Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el
presente recurso contencioso-administrativo contra el Acuerdo
del TEARA recogido en el Primero de los Antecedentes de
Hecho por ser acorde con el ordenamiento jurídico. Sin costas.

En virtud de la delegación de competencias, por Orden
de 25 de febrero de 1994, y de conformidad con lo establecido
en los arts. 118 de la Constitución, 17.2 de la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y 103 y siguien-
tes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
he dispuesto el cumplimiento, en sus propios términos, de
la referida sentencia, así como su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Córdoba, 8 de mayo de 2002.- El Delegado, Antonio
Hurtado Zurera.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 10 de abril de 2002, por la que
se declara el carácter excepcional y se otorga al Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía la facultad para
conceder una subvención al Ayuntamiento de Sanlúcar
de Barrameda (Cádiz) para financiar actuaciones a rea-
lizar durante el operativo Plan Romero 2002.

El incremento de los niveles de riesgo derivado de las
grandes concentraciones de población con motivo de acon-
tecimientos de carácter cultural y/o religioso, tal y como acaece
durante la celebración de la Romería del Rocío, exige de las
Administraciones Públicas una acción coordinada y eficaz para
su gestión.

Así, corresponde a la Administración de la Junta de Anda-
lucía la garantía de unos estándares mínimos en el nivel de
prestación de los servicios de gestión de emergencias, espe-
cialmente ante eventos caracterizados por la masiva concurren-
cia de ciudadanos, en el que la consiguiente prestación de
servicios públicos por las Entidades que integran la Admi-
nistración Local se realiza no ya en atención a la población
de su ámbito territorial, sino de un colectivo muy superior.
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Conforme a lo dispuesto en el artículo 1 del Decre-
to 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estruc-
tura Orgánica de la Consejería de Gobernación, atribuye a
ésta, entre otras, competencias de desarrollo general, coor-
dinación y control de la ejecución de la política del Consejo
de Gobierno en materia de protección civil.

Habida cuenta del interés social concurrente, el titular
de la Consejería de Gobernación, en virtud de lo dispuesto
en los artículos 104 y 107 de la Ley 5/1983, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, al existir disponibilidad presupuestaria suficiente
para ello,

HA RESUELTO

Primero. Declarar el carácter excepcional de la presente
subvención, habida cuenta de la ausencia de disposiciones
reguladoras y a la finalidad pública e interés social del objeto
de la subvención, constituido por la necesidad de garantizar
la prestación de servicios de gestión de emergencia ante un
evento que, como ocurre con la Romería del Rocío, se carac-
teriza por la masiva concurrencia de los ciudadanos.

Segundo. Facultar al Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en la provincia de Cádiz para conceder al Ayun-
tamiento de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) una subvención
por importe de ocho mil cuatrocientos catorce euros (8.414
euros) para contribuir a la financiación de los gastos derivados
de las actuaciones a realizar respecto de los operativos de
emergencia intervinientes en la Romería del Rocío.

Tercero. La subvención se abonará con cargo a la apli-
cación presupuestaria 0.1.11.00.02.00.460.00.22.B.0.

Cuarto. La subvención se hará efectiva mediante un primer
pago correspondiente al 75% de su importe, librándose el
25% restante una vez haya sido justificado el libramiento ante-
rior en la forma que se establece en el apartado siguiente
de esta Resolución.

Quinto. El beneficiario deberá justificar ante la Delegación
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, mediante
la aportación de los documentos justificativos de los gastos
realizados con cargo a la cantidad concedida, la realización
del objeto de la subvención en el plazo de seis meses, a contar
desde el pago de la misma.

Sexto. La alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obten-
ción concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o
internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión.

Sevilla, 10 de abril de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 10 de abril de 2002, por la que
se declara el carácter excepcional y se otorga al Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía la facultad
para conceder una subvención al Ayuntamiento de
Andújar (Jaén) para financiar actuaciones a realizar
durante el operativo Plan Sierra Morena 2002.

El incremento de los niveles de riesgo derivado de las
grandes concentraciones de población con motivo de acon-
tecimientos de carácter cultural y/o religioso, tal y como acaece

durante la celebración de la Romería de Santa María de la
Cabeza, exige de las Administraciones Públicas una acción
coordinada y eficaz para su gestión.

Así, corresponde a la Administración de la Junta de Anda-
lucía la garantía de unos estándares mínimos en el nivel de
prestación de los servicios de gestión de emergencias, espe-
cialmente ante eventos caracterizados por la masiva concurren-
cia de ciudadanos, en el que la consiguiente prestación de
servicios públicos por las Entidades que integran la Admi-
nistración Local se realiza no ya en atención a la población
de su ámbito territorial, sino de un colectivo muy superior.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1 del Decre-
to 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estruc-
tura Orgánica de la Consejería de Gobernación, atribuye a
ésta, entre otras, competencias de desarrollo general, coor-
dinación y control de la ejecución de la política del Consejo
de Gobierno en materia de protección civil.

Habida cuenta del interés social concurrente, el titular
de la Consejería de Gobernación, en virtud de lo dispuesto
en los artículos 104 y 107 de la Ley 5/1983, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, al existir disponibilidad presupuestaria suficiente
para ello,

HA RESUELTO

Primero. Declarar el carácter excepcional de la presente
subvención, habida cuenta de la ausencia de disposiciones
reguladoras y a la finalidad pública e interés social del objeto
de la subvención, constituido por la necesidad de garantizar
la prestación de servicios de gestión de emergencia ante un
evento que, como ocurre con la Romería de la Virgen de la
Cabeza, se caracteriza por la masiva concurrencia de los
ciudadanos.

Segundo. Facultar al Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en la provincia de Jaén para conceder una sub-
vención por importe de diecisiete mil cuatrocientos veintinueve
euros (17.429 euros) para contribuir a la financiación de los
gastos derivados de las actuaciones a realizar respecto de los
operativos de emergencia intervinientes en la Romería de la
Virgen de la Cabeza.

Tercero. La subvención se abonará con cargo a la apli-
cación presupuestaria 0.1.11.00.02.00.460.00.22.B.0.

Cuarto. La subvención se hará efectiva mediante un primer
pago correspondiente al 75% de su importe, librándose el
25% restante una vez haya sido justificado el libramiento ante-
rior en la forma que se establece en el apartado siguiente
de esta Resolución.

Quinto. El beneficiario deberá justificar ante la Delegación
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, mediante
la aportación de los documentos justificativos de los gastos
realizados con cargo a la cantidad concedida, la realización
del objeto de la subvención en el plazo de seis meses, a contar
desde el pago de la misma.

Sexto. La alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obten-
ción concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o
internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión.

Sevilla, 10 de abril de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación
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RESOLUCION de 10 de abril de 2002, por la que
se declara el carácter excepcional y se otorga al Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía la facultad
para conceder una subvención al Ayuntamiento de
Almonte (Huelva) para financiar actuaciones a realizar
durante el operativo Plan Romero 2002.

El incremento de los niveles de riesgo derivado de las
grandes concentraciones de población con motivo de acon-
tecimientos de carácter cultural y/o religioso, tal y como acaece
durante la celebración de la Romería del Rocío, exige de las
Administraciones Públicas una acción coordinada y eficaz para
su gestión.

Así, corresponde a la Administración de la Junta de Anda-
lucía la garantía de unos estándares mínimos en el nivel de
prestación de los servicios de gestión de emergencias, espe-
cialmente ante eventos caracterizados por la masiva concurren-
cia de ciudadanos, en el que la consiguiente prestación de
servicios públicos por las Entidades que integran la Admi-
nistración Local se realiza no ya en atención a la población
de su ámbito territorial, sino de un colectivo muy superior.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1 del Decreto
138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica de la Consejería de Gobernación, atribuye a ésta,
entre otras, competencias de desarrollo general, coordinación
y control de la ejecución de la política del Consejo de Gobierno
en materia de protección civil.

Habida cuenta del interés social concurrente, el titular
de la Consejería de Gobernación, en virtud de lo dispuesto
en los artículos 104 y 107 de la Ley 5/1983, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, al existir disponibilidad presupuestaria suficiente
para ello,

HA RESUELTO

Primero. Declarar el carácter excepcional de la presente
subvención, habida cuenta de la ausencia de disposiciones
reguladoras y a la finalidad pública e interés social del objeto
de la subvención, constituido por la necesidad de garantizar
la prestación de servicios de gestión de emergencia ante un
evento que, como ocurre con la Romería del Rocío, se carac-
teriza por la masiva concurrencia de los ciudadanos.

Segundo. Facultar al Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en la provincia de Huelva para conceder al Ayun-
tamiento de Almonte (Huelva) una subvención por importe
de quince mil veinticinco euros (15.025 euros) para contribuir
a la financiación de los gastos derivados de las actuaciones
a realizar respecto de los operativos de emergencia intervi-
nientes en la Romería del Rocío.

Tercero. La subvención se abonará con cargo a la apli-
cación presupuestaria 0.1.11.00.02.00.460.00.22.B.0.

Cuarto. La subvención se hará efectiva mediante un primer
pago correspondiente al 75% de su importe, librándose el
25% restante una vez haya sido justificado el libramiento ante-
rior en la forma que se establece en el apartado siguiente
de esta Resolución.

Quinto. El beneficiario deberá justificar ante la Delegación
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva, mediante
la aportación de los documentos justificativos de los gastos
realizados con cargo a la cantidad concedida, la realización
del objeto de la subvención en el plazo de seis meses, a contar
desde el pago de la misma.

Sexto. La alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obten-
ción concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o

internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión.

Sevilla, 10 de abril de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 10 de abril de 2002, por la que
se declara el carácter excepcional y se otorga al Dele-
gado del Gobierno de la Junta de Andalucía la facultad
para conceder una subvención al Ayuntamiento de
Villamanrique de la Condesa (Sevilla) para financiar
actuaciones a realizar durante el operativo Plan Rome-
ro 2002.

El incremento de los niveles de riesgo derivado de las
grandes concentraciones de población con motivo de acon-
tecimientos de carácter cultural y/o religioso, tal y como acaece
durante la celebración de la Romería del Rocío, exige de las
Administraciones Públicas una acción coordinada y eficaz para
su gestión.

Así, corresponde a la Administración de la Junta de Anda-
lucía la garantía de unos estándares mínimos en el nivel de
prestación de los servicios de gestión de emergencias, espe-
cialmente ante eventos caracterizados por la masiva concurren-
cia de ciudadanos, en el que la consiguiente prestación de
servicios públicos por las Entidades que integran la Admi-
nistración Local se realiza no ya en atención a la población
de su ámbito territorial, sino de un colectivo muy superior.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1 del Decreto
138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica de la Consejería de Gobernación, atribuye a ésta,
entre otras, competencias de desarrollo general, coordinación
y control de la ejecución de la política del Consejo de Gobierno
en materia de protección civil.

Habida cuenta del interés social concurrente, el titular
de la Consejería de Gobernación, en virtud de lo dispuesto
en los artículos 104 y 107 de la Ley 5/1983, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, al existir disponibilidad presupuestaria suficiente
para ello,

HA RESUELTO

Primero. Declarar el carácter excepcional de la presente
subvención, habida cuenta de la ausencia de disposiciones
reguladoras y a la finalidad pública e interés social del objeto
de la subvención, constituido por la necesidad de garantizar
la prestación de servicios de gestión de emergencia ante un
evento que, como ocurre con la Romería del Rocío, se carac-
teriza por la masiva concurrencia de los ciudadanos.

Segundo. Facultar al Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en la provincia de Sevilla para conceder al Ayun-
tamiento de Villamanrique de la Condesa (Sevilla) una sub-
vención por importe de ocho mil cuatrocientos catorce euros
(8.414 euros) para contribuir a la financiación de los gastos
derivados de las actuaciones a realizar respecto de los ope-
rativos de emergencia intervinientes en la Romería del Rocío.

Tercero. La subvención se abonará con cargo a la apli-
cación presupuestaria 0.1.11.00.02.00.460.00.22.B.0.

Cuarto. La subvención se hará efectiva mediante un primer
pago correspondiente al 75% de su importe, librándose el
25% restante una vez haya sido justificado el libramiento ante-
rior en la forma que se establece en el apartado siguiente
de esta Resolución.

Quinto. El beneficiario deberá justificar ante la Delegación
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, mediante
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la aportación de los documentos justificativos de los gastos
realizados con cargo a la cantidad concedida, la realización
del objeto de la subvención en el plazo de seis meses, a contar
desde el pago de la misma.

Sexto. La alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obten-
ción concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o
internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión.

Sevilla, 10 de abril de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 14 de mayo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la Campiña Sur Cordobesa.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o Entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la
Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la aprobación
de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Campiña Sur
Cordobesa, siendo objeto de aprobación por la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico y la Mancomunidad de Muni-
cipios de la Campiña Sur Cordobesa.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de la Campiña Sur Cordobesa, que se adjuntan
como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 14 de mayo de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DE LA CAMPIÑA SUR CORDOBESA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y la Mancomunidad de
Municipios Campiña Sur, de conformidad con las atribuciones

que tienen conferidas dichos Organismos y al amparo y con
arreglo a lo previsto en los arts. 57 y 87 de la Ley 7/85,
de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,
y del artículo 110 del Real Decreto Legislativo 781/86, de
18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local;
el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora de
la Demarcación Municipal de Andalucía, y el artículo 7 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, crean el Consorcio de la Unidad Territorial
de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de la Campiña
Sur Cordobesa.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de la Campiña Sur Cordobesa
es una Corporación de Derecho Público que goza de perso-
nalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patrimonio
propio afecto a sus fines específicos, y capacidad para adquirir
y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar acciones
y recursos ordinarios y extraordinarios ante autoridades, Juz-
gados y Tribunales, aceptar legados y donaciones, tomar dinero
a préstamo y, en general, realizar cuantos actos y contratos
sean necesarios para su correcto funcionamiento, todo ello
dentro de los límites y con sujeción a los presentes Estatutos
y al ordenamiento jurídico de Régimen Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de la Campiña Sur Cordobesa
se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo equi-
librado y sostenido del territorio que conforman todos los Ayun-
tamientos integrantes del mismo, mediante la promoción de
medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que
ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la
economía social y en las nuevas actividades ligadas a las nece-
sidades aún no satisfechas por el mercado, y, a la vez, posi-
bilitar el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y com-
petencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades
Locales prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que
constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.
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5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y, en última instancia, la información necesaria
para el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar
las nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros Municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los Municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará sus sedes y domicilios en
las ciudades de Montilla y Puente Genil, sin perjuicio de que
su actuación y ámbito de influencia se extenderá necesaria-
mente a todo el territorio integrado por los municipios par-
ticipantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo primero

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/as de los municipios que formen parte
de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien deleguen.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativos en Andalucía, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.
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Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las Bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del Presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de Actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.

7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en
las disposiciones de las Corporaciones Locales.

8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del
Consorcio.

9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-
lladas.

10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la
Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo segundo

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y, en general, su funcionamiento, se acomodará
a lo dispuesto en la legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del Orden del Día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el Orden
del Día deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 44, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Ayuntamientos integrantes del Consorcio: 50% del total
de los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente
manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por Ayuntamiento.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.
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Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen, al menos, el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo primero

Patrimonio

Artículo 30. El Patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo segundo

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,

y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el sólo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo.

Será aplicable a los tributos que establezca el Consorcio
el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley
General Tributaria y en las disposiciones dictadas para su
desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos, de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así
como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
Independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.
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Capítulo tercero

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y la Mancomunidad de Municipios Campiña Sur,
en las cuantías señaladas anteriormente y, en su caso, de
los órganos y Entidades que lo compongan en la cuantía seña-
lada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores, y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y la Mancomunidad
de Municipios consorciada le corresponde la inspección supe-
rior de la gestión desarrollada por el Consorcio de la Unidad
Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de la
Campiña Sur Cordobesa.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 14 de mayo de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico del Alto Guadalquivir.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía, ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Tecnológico del Alto
Guadalquivir, siendo objeto de aprobación por la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico y la Mancomunidad de
Municipios del Alto Guadalquivir.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,
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R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico del Alto Guadalquivir, que se adjuntan como
Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 14 de mayo de 2002.- El Director General,
Alfonso Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO

DEL ALTO GUADALQUIVIR

TITULO I
NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y la Mancomunidad de
Municipios del Alto Guadalquivir, integrada por los municipios
de Adamuz, Bujalance, Cañete de las Torres, El Carpio, Mon-
toro, Pedro Abad, Villa del Río y Villafranca de Córdoba, de
conformidad con las atribuciones que tienen conferidas dichos
Organismos, y al amparo y con arreglo a lo previsto en los
arts. 57 y 87 de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de
las Bases de Régimen Local, y del artículo 110 del Real Decre-
to Legislativo 781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba
el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en
materia de Régimen Local; el art. 33 de la Ley 7/1993, de
27 de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Anda-
lucía, y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, crean el Consorcio de
la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
del Alto Guadalquivir.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico del Alto Guadalquivir es una
Corporación de Derecho público, que goza de personalidad
jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patrimonio propio
afecto a sus fines específicos, y capacidad para adquirir y
poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar acciones y
recursos ordinarios y extraordinarios ante autoridades, Juz-
gados y Tribunales, aceptar legados y donaciones, tomar dinero
a préstamo y, en general, realizar cuantos actos y contratos
sean necesarios para su correcto funcionamiento, todo ello
dentro de los límites y con sujeción a los presentes Estatutos
y al ordenamiento jurídico de Régimen Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico del Alto Guadalquivir se cons-
tituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo equilibrado
y sostenido del territorio que conforman todos los Ayuntamien-
tos integrantes del mismo, mediante la promoción de medidas
para aprovechar plenamente las posibilidades que ofrece la
creación de puestos de trabajo a nivel local, en la economía
social y en las nuevas actividades ligadas a las necesidades
aún no satisfechas por el mercado, y, a la vez, posibilitar
el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-
tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades
Locales prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que
constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y, en última instancia, la información necesaria
para el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar
las nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
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de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Montoro, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II
ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo Primero
Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

Los/as Alcaldes/as de los municipios que formen parte
de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien deleguen.

Dos Vocales designados por las Organizaciones Sindicales
más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de 2
de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.

6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-
supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/la Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.
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Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector, asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones, en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/la Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. Las funciones públicas necesarias para la
gestión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo Segundo
Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañadas del Orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el Orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de Actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas, cuando así lo requiera el/la intere-
sado/a, y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el visto bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 32, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Ayuntamientos integrantes del Consorcio: 50% del total
de los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente
manera:

25% de los votos del Consejo Rector, repartidos a razón
de uno por Ayuntamiento.

25% de los votos del Consejo Rector, repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por Vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio,
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo Primero
Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.
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Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio, otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo Segundo
Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio, en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos, de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos, y demás leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales, y
deberán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de derecho público promovida y parti-
cipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo Tercero
Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y la Mancomunidad de Municipios del Alto Gua-
dalquivir, en las cuantías señaladas anteriormente y, en su
caso, de los órganos y Entidades que lo compongan en la
cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
Anual correspondiente.

TITULO IV
GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V
FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a la Mancomunidad
de Municipios consorciada le corresponde la inspección supe-
rior de la gestión desarrollada por el Consorcio de la Unidad
Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico del Alto
Guadalquivir.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector,
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad



BOJA núm. 67Sevilla, 8 de junio 2002 Página núm. 9.809

correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI
MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes consorciados de las obras, insta-
laciones, y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 14 de mayo de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico Agrón, Alhedín, Armilla, Churriana, Escú-
zar, La Malahá, Las Gabias, Ogíjares, Otura y Ventas
de Huelma.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Agrón,
Alhedín, Armilla, Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias,
Ogíjares, Otura y Ventas de Huelma, siendo objeto de apro-
bación por la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico
y Agrón, Alhedín, Armilla, Churriana, Escúzar, La Malahá, Las
Gabias, Ogíjares, Otura y Ventas de Huelma.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Agrón, Alhedín, Armilla, Churriana, Escúzar,
La Malahá, Las Gabias, Ogíjares, Otura y Ventas de Huelma,
que se adjuntan como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 14 de mayo de 2002.- El Director General,
Alfonso Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO
DE AGRON, ALHENDIN, ARMILLA, CHURRIANA, ESCUZAR,
LA MALAHA, LAS GABIAS, OGIJARES, OTURA Y VENTAS

DE HUELMA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Agrón,
Alhendín, Armilla, Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias,
Ogíjares, Otura, y Ventas de Huelma, de conformidad con
las atribuciones que tienen conferidas dichos Organismos y
al amparo y con arreglo a lo previsto en los arts. 57 y 87
de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de las Bases de
Régimen Local, y del artículo 110 del Real Decreto Legislativo
781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régi-
men Local; el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, regu-
ladora de la Demarcación Municipal de Andalucía y el artícu-
lo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
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Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, crean el Consorcio de la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Agrón,
Alhendín, Armilla, Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias,
Ogíjares, Otura, y Ventas de Huelma.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Agrón, Alhendín, Armilla,
Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias, Ogíjares, Otura,
y Ventas de Huelma, es una Corporación de Derecho público,
que goza de personalidad jurídica propia y, en consecuencia,
poseerá patrimonio propio afecto a sus fines específicos, y
capacidad para adquirir y poseer toda clase de bienes y dere-
chos, ejercitar acciones y recursos ordinarios y extraordinarios
ante autoridades, Juzgados y Tribunales, aceptar legados y
donaciones, tomar dinero a préstamo y, en general, realizar
cuantos actos y contratos sean necesarios para su correcto
funcionamiento, todo ello dentro de los límites y con sujeción
a los presentes Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen
Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Agrón, Alhendín, Armilla,
Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias, Ogíjares, Otura,
y Ventas de Huelma, se constituye con el objetivo de contribuir
a un desarrollo equilibrado y sostenido del territorio que con-
forman todos los Ayuntamientos integrantes del mismo,
mediante la promoción de medidas para aprovechar plena-
mente las posibilidades que ofrece la creación de puestos de
trabajo a nivel local, en la economía social y en las nuevas
actividades ligadas a las necesidades aún no satisfechas por
el mercado, y a la vez, posibilitar el acercamiento a los ciu-
dadanos de las políticas y competencias de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, así como reforzar la eficacia
de los servicios que las Entidades Locales prestan a los/as
ciudadanos/as en el territorio que constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y en última instancia la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los Municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Armilla, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo primero

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.
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Vocales:

- Los/as Alcaldes/as de los municipios que formen parte
de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien deleguen.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativos en Andalucía de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio con voz y sin voto.
El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya

produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las Bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector, asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones, en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
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trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económica-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo II

Funcionamiento de los órganos colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignará, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 40, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Ayuntamientos integrantes del Consorcio: 50% del total
de los votos del Consejo Rector asignados de la siguiente
manera:

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por Ayuntamiento.

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos en fun-
ción del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Consorcio
se recalcularía el número de votos de cada uno de los inte-
grantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El Régimen Jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo primero

Patrimonio

Artículo 30. El Patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo segundo

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.
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f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones, y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así
como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de derecho público promovida y parti-
cipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo tercero

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y de los Municipios de Agrón, Alhendín, Armilla,

Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias, Ogíjares, Otura,
y Ventas de Huelma, en las cuantías señaladas anteriormente
y en su caso de los órganos y Entidades que lo compongan
en la cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores, y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y los Municipios
consorciados le corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Agrón, Alhendín,
Armilla, Churriana, Escúzar, La Malahá, Las Gabias, Ogíjares,
Otura, y Ventas de Huelma.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICIACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio,
precisará, los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.
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Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones, y en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

CORRECCION de errata a la Resolución de 22
de abril de 2002, de la Dirección General de Admi-
nistración Local, por la que se acuerda la publicación
de los Estatutos del Consorcio para la Unidad Territorial
de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Arahal,
Marchena y Paradas. (BOJA núm. 57, de 16.5.2002).

Advertidas erratas en la disposición de referencia, a con-
tinuación se transcribe la oportuna rectificación:

En la página 7.906, columna de la izquierda, en el suma-
rio, donde dice:

«y Tecnológico de Arahal, Marchena y Parada».

Debe decir:

«y Tecnológico de Arahal, Marchena y Paradas».

Asimismo, todas las veces que se cita en el texto el Ayun-
tamiento de «Parada», debe decir «Paradas».

Sevilla, 3 de junio de 2002

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

ORDEN de 14 de mayo de 2002, por la que se
concede al Consejo Andaluz de Colegios de Procura-
dores de los Tribunales la subvención correspondiente
al segundo semestre de 2001, por la prestación, por
los Colegios, del servicio de asistencia jurídica gratuita.

La Consejería de Justicia y Administración Pública sub-
venciona, dentro de las consignaciones presupuestarias, las

actuaciones relativas a la prestación de los servicios de asis-
tencia jurídica gratuita, con arreglo a las normas contenidas
en el Capítulo VI del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita
de Andalucía, aprobado por Decreto 216/1999, de 26 de
octubre, y modificado por Decreto 273/2001, de 18 de diciem-
bre, y en la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, siendo
beneficiarios de las subvenciones los Colegios de Procuradores
de los Tribunales.

El Consejo Andaluz de Colegios de Procuradores de los
Tribunales ha remitido a esta Consejería, de conformidad con
el procedimiento de aplicación de la subvención establecido
en el artículo 47 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita
de Andalucía, certificación sobre el número de actuaciones
realizadas por turno de oficio en cada Colegio durante el segun-
do semestre de 2001, junto con la justificación del coste eco-
nómico por gastos de funcionamiento e infraestructura, aso-
ciado a las mismas.

En su virtud, de acuerdo con lo que disponen los artícu-
los 39 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y
la Administración de la Comunidad Autónoma, 50 y 107 de
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como la Orden
de 14 de febrero de 2002 por la que se desglosa el crédito
consignado en el Presupuesto de 2002 para asistencia jurídica
gratuita, a los efectos de determinar el importe máximo que
los Colegios de Abogados y Procuradores de los Tribunales
podrán destinar a atender los gastos de funcionamiento ope-
rativo de los servicios de Asistencia Jurídica Gratuita, corres-
pondientes al segundo semestre de 2001,

D I S P O N G O

Primero. Se concede una subvención al Consejo Andaluz
de Colegios de Procuradores de los Tribunales por el importe
que se consigna en Anexo a la presente Orden, con cargo
a la aplicación presupuestaria 0.1.12.00.01.00.48300.14B,
por la prestación, por los Colegios, del servicio de represen-
tación gratuita durante el segundo semestre de 2001.

Segundo. El importe de la subvención deberá ser aplicado,
por el Consejo Andaluz de Colegios de Procuradores de los
Tribunales, al abono de la indemnización por la prestación
del servicio de representación correspondiente al segundo
semestre de 2001, realizado por los Colegios de Procuradores
que lo integran y que comprende los gastos relativos a la
representación jurídica por Procurador de los Tribunales en
turno de oficio ante los órganos judiciales con sede en la Comu-
nidad Autónoma, así como los gastos de funcionamiento e
infraestructura asociados a las mismas.

Tercero. La subvención se hará efectiva mediante libra-
miento de su importe, en base a las certificaciones expedidas
por los respectivos Colegios sobre el número de actuaciones
realizadas durante el segundo semestre de 2001 y por el coste
asociado a las mismas que, de conformidad con lo establecido
en el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía,
aprobado por Decreto 216/1999, de 26 de octubre, ha sido
determinado el 4% del crédito total consignado en el pre-
supuesto para el presente ejercicio, desglosado, a estos efectos,
por Orden de la Consejería de Justicia y Administración Pública
de 14 de febrero de 2002.

Cuarto. La justificación se realizará por el Consejo Andaluz
de Colegios de Procuradores de los Tribunales ante la Con-
sejería de Justicia y Administración Pública, antes del 30 de
abril de 2003, en la forma prevista en los artículos 48 y 49
del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía.

Quinto. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas
y la exigencia del interés de demora desde el momento del
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pago de la subvención en los supuestos contemplados en el
artículo 112 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Sexto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso potestativo de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la publicación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente
al de la publicación de este acto, todo ello de conformidad
con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y en el artículo 46.1 de
la Ley 29/ 1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Séptimo. Esta Orden surtirá efectos a partir del día siguien-
te al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 14 de mayo de 2002

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Justicia y Administración Pública

A N E X O

SUBVENCION AL CONSEJO ANDALUZ DE COLEGIOS DE
PROCURADORES DE LOS TRIBUNALES POR LA PRESTA-
CION DEL SERVICIO DE ASISTENCIA JURIDICA GRATUITA,
CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO SEMESTRE DE 2001

Actuaciones por turno de oficio: 576.386,28 E.
Gastos de infraestructura: 73.166,98 E.

Importe total: 649.553,26 E.

ORDEN de 15 de mayo 2002, por la que se con-
cede al Consejo Andaluz de Colegios de Abogados la
subvención correspondiente al segundo semestre de
2001, por la prestación, por los Colegios, del servicio
de asistencia jurídica gratuita.

La Consejería de Justicia y Administración Pública sub-
venciona, dentro de las consignaciones presupuestarias, las
actuaciones relativas a la prestación de los servicios de asis-
tencia jurídica gratuita, con arreglo a las normas contenidas
en el Capítulo VI del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita
de Andalucía, aprobado por Decreto 216/1999, de 26 de
octubre, y modificado por Decreto 273/2001, de 18 de diciem-
bre (BOJA núm. 149, de 29 de diciembre), y en la Ley 5/1983,
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, siendo beneficiarios de las sub-
venciones los Colegios de Abogados de la Comunidad Autó-
noma por los conceptos de asistencia letrada gratuita e implan-
tación del servicio.

El Consejo Andaluz de Colegios de Abogados ha remitido
a esta Consejería, de conformidad con el procedimiento de
aplicación de la subvención establecido en el artículo 46 del
Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía, cer-
tificación sobre el número y clase de actuaciones realizadas
por el turno de oficio y por el turno de guardia y asistencia
letrada en cada Colegio durante el segundo semestre de 2001,
junto con la justificación del coste económico por gastos de
funcionamiento e infraestructura, asociado a las mismas.

Por otra parte, según se dispone en el párrafo tercero
del artículo 104 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-

lucía, mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha
14 de mayo de 2002, se ha autorizado la concesión de la
referida subvención.

En su virtud, de acuerdo con lo que disponen los artícu-
los 39 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y
la Administración de la Comunidad Autónoma; 50 y 107 de
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Decreto
254/2001, de 20 de noviembre, por el que se aprueba el
Reglamento por el que se regulan los procedimientos para
la concesión de subvenciones y ayudas públicas por la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autó-
nomos y su régimen jurídico, así como la Orden de 14 de
febrero de 2002 por la que se desglosa el crédito consignado
en el Presupuesto de 2002 para asistencia jurídica gratuita,
a los efectos de determinar el importe máximo que los Colegios
de Abogados y Procuradores de los Tribunales podrán destinar
a atender los gastos de funcionamiento operativo de los
servicios de Asistencia Jurídica Gratuita,

D I S P O N G O

Primero. Se concede una subvención al Consejo Andaluz
de Colegios de Abogados por el importe y conceptos que se
consignan en Anexo a la presente Orden, con cargo a la apli-
cación presupuestaria 0.1.12.00.01.00.48300.14B, por la
prestación, por los Colegios, del servicio de asistencia jurídica
gratuita durante el segundo semestre de 2001.

Segundo. El importe de la subvención deberá ser aplicado
por el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados al abono
de la indemnización por la prestación del servicio de asistencia
jurídica gratuita correspondiente al segundo semestre de 2001,
realizado por los Colegios de Abogados que lo integran y que
comprende los gastos relativos a la asistencia letrada al dete-
nido y turno de oficio, así como los gastos de funcionamiento
e infraestructura asociados a las mismas.

Tercero. La subvención se hará efectiva mediante libra-
miento de la totalidad de su importe, en base a las certi-
ficaciones expedidas por los respectivos Colegios sobre el
número, clase e importe de las actuaciones realizadas durante
el segundo semestre de 2001, y por el coste asociado a las
mismas que, de conformidad con lo establecido en el Regla-
mento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía, aprobado
por Decreto 216/1999, de 26 de octubre y modificado por
Decreto 273/2001, de 18 de diciembre, ha sido determinado
en un 4% del crédito total consignado en el presupuesto para
el presente ejercicio, desglosado, a estos efectos, por Orden
de la Consejería de Justicia y Administración Pública de 14
de febrero de 2002.

Cuarto. La justificación se realizará por el Consejo Andaluz
de Colegios de Abogados ante la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública, antes del 30 de abril de 2003, en la forma
prevista en los artículos 48 y 49 del Reglamento de Asistencia
Jurídica Gratuita de Andalucía.

Quinto. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas
y la exigencia del interés de demora desde el momento del
pago de la subvención en los supuestos contemplados en el
artículo 112 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Sexto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa podrá interponerse recurso potestativo de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la publicación
del presente acto, o interponer directamente recurso conten-
cioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente
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al de la publicación de este acto, todo ello de conformidad
con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y en el artículo 46.1 de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Séptimo. Esta Orden surtirá efectos a partir del día siguien-
te al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 15 de mayo de 2002

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Justicia y Administración Pública

A N E X O

SUBVENCION AL CONSEJO ANDALUZ DE COLEGIOS DE
ABOGADOS POR LA PRESTACION DEL SERVICIO DE ASIS-
TENCIA JURIDICA GRATUITA, CORRESPONDIENTE AL

SEGUNDO SEMESTRE DE 2001

Asistencia letrada al detenido: 2.243.049 E.
Actuaciones por turno de oficio: 4.903.466 E.
Gastos de infraestructura: 536.557,89 E.

Total del libramiento: 7.683.072,89 E.

RESOLUCION de 13 de mayo de 2002, de la
Dirección General de la Función Pública, por la que
se clasifican los puestos de trabajo de Intervención
y Secretaría de Clase Segunda del Ayuntamiento de
Campillos (Málaga) en Intervención y Secretaría de Cla-
se Primera y se crea el puesto de trabajo de Tesorería.

El Ayuntamiento de Campillos (Málaga) ha solicitado de
esta Dirección General de la Función Pública la clasificación
de los puestos de trabajo de Intervención y Secretaría de esa
Corporación, actualmente de Clase Segunda, reservados a fun-
cionarios de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, en Clase Primera y la creación del puesto de trabajo
de Tesorería, reservado a funcionarios pertenecientes a la
Subescala de Intervención-Tesorería, mediante Acuerdo adop-
tado por el Pleno de la Corporación, en sesión celebrada el
día 26 de julio de 2000, de conformidad con lo establecido
en los artículos 2, 7 y 9 del Real Decreto 1732/1994, de
29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados
a funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional, ante el creciente desarrollo urbanístico, eco-
nómico y poblacional experimentado en los últimos años en
el citado municipio.

Al amparo de la legislación invocada, y de conformidad
con lo establecido en el Decreto 467/1994, de 13 de diciem-
bre, por el que se asignan a la Consejería de Gobernación
las competencias atribuidas por la Disposición Adicional Nove-
na de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, en relación con
el artículo 11.1.e) del Decreto 139/2000, de 16 de mayo,
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería
de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Se modifica la clasificación de los puestos de
trabajo de Intervención y Secretaría del Ayuntamiento de Cam-
pillos, perteneciente a la provincia de Málaga, actualmente
como Intervención y Secretaría de Clase Segunda, a Clase
Primera, y se crea el puesto de Tesorería, reservado para su
provisión por funcionarios de Administración Local con habi-
litación de carácter nacional pertenecientes a la Subescala
de Intervención-Tesorería.

Segundo. De conformidad con lo previsto en la Disposición
Adicional Primera del Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, la modificación de la clasificación de los mencionados
puestos de trabajo efectuada al amparo del presente Real
Decreto no afectará al destino de quienes lo vinieran desem-
peñando con carácter definitivo.

Tercero. Contra la presente Resolución, que pone fin a
la vía administrativa, se podrá interponer recurso de reposición
ante este órgano en el plazo de un mes, contado a partir
del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, de con-
formidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 13 de mayo de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 2 de mayo de 2002, por la que
se acuerda la ampliación de la acreditación del Labo-
ratorio Seingo, SL, localizado en Málaga, y la inscripción
en el Registro de Entidades Acreditadas.

Por don Jesús González Ramos, en representación de
la empresa Seingo, S.L., ha sido presentada solicitud, acom-
pañada de documentación, para la ampliación de la acre-
ditación del laboratorio localizado en Málaga, Polígono Indus-
trial San Luis, C/ Cuernavaca, núm. 33.

El mencionado laboratorio se encuentra inscrito en el
Registro de Entidades Acreditadas para la prestación de asis-
tencia técnica a la construcción y obra pública con el número
L066-44MA.

Realizada inspección al laboratorio para la evaluación de
las condiciones técnicas de la entidad, se estima que cumple
las condiciones requeridas.

Considerando que se ha dado cumplimiento a lo previsto
en la Orden de la Consejería de Obras Públicas y Transportes
de 15 de junio de 1989 por la que se regula el Registro
de Entidades Acreditadas para la prestación de asistencia téc-
nica a la construcción y obra pública, así como a lo previsto
en las disposiciones reguladoras específicas de las áreas de
acreditación, establecidas mediante Ordenes de 5 de febrero
de 1991, de 24 de octubre de 1991 y de 15 de julio de
1997, y en virtud de las competencias delegadas en materia
de control de calidad por Orden de 24 de julio de 2001,
esta Consejería ha resuelto lo siguiente:

Primero. Ampliar la acreditación concedida al laboratorio
de la empresa Seingo, S.L., localizado en Málaga, Polígono
Industrial San Luis, C/ Cuernavaca, núm. 33, para su actuación
como laboratorio de ensayos para el control de calidad de
la construcción y obra pública en las siguientes áreas técnicas
de ensayos:

- Area de de control de hormigón en masa o armado
y sus materiales constituyentes: Cemento, áridos, agua, acero
para armaduras, adiciones y aditivos (HA).

- Area de ensayos de laboratorio de mecánica del suelo
(SE).
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- Area de ensayos de suelos, áridos, mezclas bituminosas
y sus materiales constituyentes en viales (SV).

Segundo. Inscribir la acreditación concedida en el Registro
de Entidades Acreditadas para la prestación de asistencia téc-
nica a la construcción y obra pública de esta Consejería.

Tercero. Publicar esta Orden en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Cuarto. La acreditación otorgada tendrá validez por un
período de cinco años, quedando supeditada al cumplimiento
de lo establecido en la Orden de 15 de junio de 1989 y
disposiciones específicas del área acreditada, debiendo, en
todo caso, el interesado solicitar la prórroga de la misma en
los seis meses anteriores a la expiración de dicho período.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente
al de su publicación, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo con competencia territorial, según se prevé en
el artículo 14 de la Ley 29/1998, de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 13 de julio, o, en su caso, ante
la correspondiente Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, y con cumplimiento
de los requisitos previstos en la mencionada Ley.

Sevilla, 2 de mayo de 2002.- La Consejera, P.D. (Orden
de 24.7.2001), El Secretario General de Planificación, Damián
Alvarez Sala.

RESOLUCION de 8 de marzo de 2002, de la Direc-
ción General de Ordenación del Territorio y Urbanismo,
por la que se acuerda dar publicidad a las subvenciones
concedidas a los Ayuntamientos que se citan.

Ilmos. Sres.:

De conformidad a lo establecido en la Orden de esta Con-
sejería de Ayudas a las Corporaciones Locales de fecha 30
de abril de 1998, en relación con lo previsto en el Título
VIII de la Ley General de la Hacienda Publica de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, en lo concerniente a normas sobre
concesión de subvenciones en materia de Urbanismo y en
uso de la delegación establecida en el apartado 4 del artículo 5
de la citada Orden de 30 de abril, por esta Dirección General
se ha resuelto conceder subvención a los Ayuntamientos que
se citan a continuación:

Uno. Ayuntamiento de Castilblanco de los Arroyos (Se-
villa). Por un importe de 22.453,67 euros. Financiación del
proyecto de «Revisión de las Normas Subsidiarias. Fase de
Conclusión».

Dos. Ayuntamiento de Lora del Río (Sevilla). Por un impor-
te de 11.314,04 euros. Financiación del Proyecto de «Apro-
bación provisional y definitiva del Plan General de Ordenación
Urbana. Fase de Conclusión».

Tres. Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe (Sevilla). Por
un importe de 45.129,10 euros. Financiación del Proyecto
«Formulación del Plan General de Ordenación Urbana. Fase
de Conclusión».

Cuatro. Ayuntamiento de Gelves (Sevilla). Por un importe
de 22.200 euros. Financiación del Proyecto de «Revisión de
las Normas Subsidiarias. Fase de Avance».

Cinco. Ayuntamiento de Aznalcázar (Sevilla). Por un
importe de 19.280 euros. Financiación del Proyecto de «Re-
visión de las Normas Subsidiarias. Fase de Avance».

Seis. Ayuntamiento de Almensilla (Sevilla). Por un importe
de 16.800 euros. Financiación del Proyecto de «Revisión de
las Normas Subsidiarias. Fase de Avance».

La presente Resolución se publica como extracto en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, a los efectos de publi-
cidad y a cuantos proceda.

Lo que comunico a VV.II. para su conocimiento.

Sevilla, 8 de marzo de 2002.- La Directora General,
Josefina Cruz Villalón.

Ilmos. Sres. Viceconsejero, Secretario General Técnico y Dele-
gados Provinciales de la Consejería de Obras Públicas y
Transportes.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

RESOLUCION de 27 de mayo de 2002, de la
Dirección General de Investigación y Formación Agraria
y Pesquera, por la que se hacen públicas las sub-
venciones concedidas al amparo de la norma que
se cita.

La Orden de 25 de abril de 1997 de la Consejería de
Agricultura y Pesca, modificada por Orden de 14 de octubre
de 1999, regula las ayudas para la realización de actividades
de investigación y desarrollo en el campo de las ciencias agra-
rias y alimentarias.

Mediante Resoluciones de 9 de octubre de 2001 y 13
de diciembre de 2001, de esta Dirección General, se procedió
a la convocatoria de las ayudas a desarrollar en el período
2001/2003.

Por su parte, mediante Resolución de 26 de abril de 2002,
de esta Dirección General, se procedió a la publicación de
subvenciones concedidas al amparo de dicha convocatoria,
procediendo complementarla dando publicidad a las conce-
didas actualmente, las cuales figuran en el Anexo a la presente
Resolución.

Lo que se hace público a los efectos del artículo 109
de la Ley 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Sevilla, 27 de mayo de 2002.- La Directora General,
M. Carmen Hermosín Gaviño.

A N E X O

- Programa y crédito presupuestario:

01.16.00.01.00.780.00.54D.0 y
1.16.00.01.00.780.00.54D.4.2003.
01.16.00.01.00.770.00.54D.1 y
31.16.00.01.00.770.00.54D.5.2003.
01.16.00.01.00.746.00.54D.0 y
31.16.00.01.00.746.00.54D.3.2003.

- Beneficiario, título del proyecto, importe concedido en
los 2 años y coordinador designado:

1. AIMCRA (Asociación para Investigación y Mejora de
la Remolacha Azucarera).

C01-001 Mejora de la calidad industrial de la remolacha
azucarera por el uso de los factores de cultivo.

22.868,51 E. Marcelino Bilbao.

2. Asaja Cádiz.
C01-008 Actualización de las técnicas de empleo de Tri-

ticale como «Alcacer» en las dehesas ganaderas de la provincia
de Cádiz. Comparación con otros cereales forrajeros. Posible
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sinergismos de las mezclas de tipos de triticale de distinto
hábito de vegetación.

23.523,00 E. Darío Rodríguez García.

3. Asaja Cádiz.
C01-009 Obtención y cierre de nuevas variedades de Tri-

ticale de aptitud forrajera, partiendo de germoplasma de dis-
tintas procedencias, al objeto de seleccionar las mejores para
su inclusión en el proyecto de investigación denominado
Triticadiz.

10.805,00 E. Carlos Conradi.

4. Asaja Cádiz.
C01-043 Flor cortada. Producción de Lilium Longiflorum

con calefacción controlada.
19.094,15 E. Manuel López.

5. Asociación Española de Mejoradores de Girasol.
C01-083 Estudio del comportamiento del nuevo material

genético de girasol en fase experimental con especial énfasis
de su resistencia al Jopo.

16.810,31 E. Rafael García Ruiz.

6. ASOCIAFRUIT.
C01-011 Estimación del estado de sanidad de las garras

de espárrago procedentes de vivero.
22.432,00 E. M.ª José Basallote.

7. COAG Sevilla.
C01-093 Proyecto de evaluación de la viabilidad del apro-

vechamiento energético de los recursos biomásicos de los res-
tos de algodón del Bajo Guadalquivir.

17.762,00 E. Darío Rodríguez García.

8. COAG Sevilla.
C01-094 Proyecto para el estudio y evaluación de las

repercusiones de la Spodoptera littoralis en los cultivos de
remolacha y algodón del Bajo Guadalquivir.

21.384,00 E. Marcelino Bilbao.

9. Consejo Regulador de la Denominación de Origen Chi-
rimoya Costa Tropical Granada-Málaga.

C01-007 Control de la mosca mediterránea de la fruta
Ceratitis Capitata Wied, mediante prácticas compatibles con
la preservación del medio ambiente hasta llegar a una pro-
ducción integrada de chirimoyas y nísperos en la costa de
Granada.

25.939,68 E. José M.ª Farré.

10. FAECA Sevilla.
C01-003 Evaluación de la calidad semolera y harinera

de nuevas variedades de trigo ensayadas en cinco localidades
de Andalucía.

15.632,32 E. Juan José Pérez.

11. FAECA Sevilla.
C01-004 Evaluación de nuevas variedades de garbanzo

de invierno en una parcela infestada con sus principales pató-
genos en Andalucía (rabia, fusariosis y jopo).

12.444,96 E. M.ª Teresa Moreno.

12. FAECA Sevilla.
C01-025 Reducción del uso de fertilizantes y pesticidas

en cultivos hortícolas al aire libre.
17.128,84 E. Nicolás Castilla.

13. FAECA Sevilla.
C01-032 Respuesta de variedades de pepino holandés

(CVYC) al cultivo forzado bajo plástico en Granada.
20.230,07 E. Isabel M.ª Cuadrado.

14. FAECA Sevilla.
C01-040 Aplicación de compost de RSU para mejora

de suelos en la provincia de Córdoba.
35.104,00 E. Pedro González.

15. Fundación Ricardo Delgado Vizcaíno.
C01-079 Sistema de gestión de residuos ganaderos en

las explotaciones de vacuno de leche del Valle de los
Pedroches.

28.534,00 E. Víctor Ortiz.

16. Hermanos Santamaría Muñoz, C.B.
C01-010 Análisis energético y medioambiental de la uti-

lización de mezclas de biocombustibles para usos energéticos.
29.840,25 E. Darío Rodríguez García.

17. Prodepuebla, S.L.
C01-076 Aplicación de herbicidas en el cultivo de plantas

aromáticas.
16.226,00 E. Pedro Cermeño.

18. Sindicato de Obreros Trabajadores del Campo.
C01-074 Caracterización y valoración de cultivares hor-

tícolas locales para su conservación «in situ» y su comer-
cialización en el marco de la agricultura ecológica.

30.867,98 E. Juan José Soriano.

19. Universidad de Sevilla.
C01-078 Efectos del riego sobre la salinidad y compo-

sición del complejo de cambio de un suelo recuperado de
las marismas de Lebrija.

10.698,02 E. Pedro González.

20. UPA.
C01-061 Determinación de la calidad bromatológica de

la leche de cabra en la Comarca Subbética.
23.974,00 E. Emilio Díaz Morales.

21. UPA.
C01-062 Caracterización de los vinagres de vino elabo-

rados en la provincia de Córdoba. Estudio de su proceso de
envejecimiento.

16.702,00 E. M.ª Isabel López Infante.

22. UPA.
C01-066 Efecto de una dieta suplementada con una grasa

protegida rica en ácidos grasos poliinsaturados (PUFAs) sobre
determinados aspectos productivos de la cabra de raza
granadina.

20.206,00 E. José Luis Ares Cea.

23. UPA.
C01-067 Estudio del estado sanitario respecto a Crytos-

pridium parvum en el ganado caprino de Andalucía.
15.614,29 E. Rafael Llanos.

CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 14 de mayo de 2002, por la que se
emplaza a terceros interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 2011/02, interpuesto ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede en
Granada del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

La Sociedad de Medicina Familiar y Comunitaria
«SAMFyC», ha interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo con sede en Granada Sección 1.ª, del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, el recurso contencioso-ad-
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ministrativo número, 2011/02, seguido contra el Decreto
54/2002, de 19 de febrero, por el que se establece un proceso
extraordinario de consolidación y provisión de plazas de per-
sonal estatutario en las Instituciones Sanitarias del Servicio
Andaluz de Salud.

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 48 y 49 de la Ley 29/1998, de 13 de junio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

D I S P O N G O

Primero. Anunciar la interposición del citado recurso con-
tencioso-administrativo número 2011/02.

Segundo. Ordenar la remisión del expediente adminis-
trativo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede
en Granada Sección 1.ª, del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía.

Tercero. Publicar la presente Orden en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas personas,
terceros interesados, a cuyo favor hubieren derivado o derivaren
derechos por la disposición impugnada, para que comparezcan
y se personen como demandados en autos ante el referido
Organo jurisdiccional en el plazo de nueve días, contados a
partir del siguiente al de la publicación de la presente Orden.

Sevilla, 14 de mayo de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO

Consejero de Salud

RESOLUCION de 6 de mayo de 2002, del Servicio
Andaluz de Salud, sobre delegación de competencias
en la Dirección del Distrito de Atención Primaria Aljarafe
para la firma de un Convenio.

La Ley de Salud de Andalucía (Ley 2/98, de 15 de junio),
establece las competencias sanitarias que corresponden a la
Administración Local y a la Administración de la Junta de
Andalucía y permite y promueve la colaboración entre las mis-
mas. En concreto, en su art. 38 plantea la colaboración de
los Ayuntamientos y de la Administración Sanitaria de la Junta
de Andalucía en la remodelación, equipamiento, conservación
y mantenimiento de centros y servicios sanitarios.

El art. 11 del Decreto 317/1996, de 2 de julio, por el
que se establece la Estructura Orgánica Básica de la Consejería
de Salud y del Servicio Andaluz de Salud, atribuye a esta
Dirección Gerencia las competencias genéricas en materia de
contratación administrativa, entre las que se incluyen las rela-
tivas al establecimiento de Convenios de Colaboración con
otras instituciones.

No obstante, el art. 13 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común permite la dele-
gación del ejercicio de determinadas competencias en otros
órganos, cuando razones de oportunidad o conveniencia así
lo aconsejen.

En virtud de lo expuesto,

R E S U E L V O

Delegar en el titular de la Dirección del Distrito Sanitario
de Atención Primaria Aljarafe, de la provincia de Sevilla, el
ejercicio de las competencias necesarias para suscribir un Con-
venio de colaboración con el Excmo. Ayuntamiento de Aznal-
cóllar para la cesión gratuita de bien inmueble y para su con-
servación y mantenimiento.

En los acuerdos que se adopten en virtud de esta dele-
gación, deberá hacerse constar la oportuna referencia a esta
Resolución.

Sevilla, 6 de mayo de 2002.- El Director Gerente, Juan
C. Castro Alvarez.

CORRECCION de errores de la Resolución de 20
de marzo de 2002.

Detectado error en la Resolución de 20 de marzo de 2002,
mediante la que se delegan competencias en la Dirección de
Distrito de Atención Primaria Andújar-Linares para la firma
de Convenios de colaboración con determinados Ayuntamien-
tos, BOJA núm. 49, de 27 de abril, se procede a su corrección
en el siguiente sentido:

Donde dice: «Delegar en el titular de la Dirección del
Distrito Sanitario de Atención Primaria Linares-Andújar, de la
provincia de Córdoba, ...».

Debe decir: «Delegar en el titular de la Dirección del Dis-
trito Sanitario de Atención Primaria Linares-Andújar, de la pro-
vincia de Jaén, ...».

Sevilla, 7 de mayo de 2002.- El Director Gerente, Juan
C. Castro Alvarez.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 27 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica a
los posibles interesados la interposición de recurso con-
tencioso-administrativo núm. P.A. 507/2001 ante el
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Cuatro
de Málaga.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Cuatro de Málaga, sito en Alameda Principal, núm. 16-4.ª
planta, se ha interpuesto por don Jesús Navas Fernández recur-
so contencioso-administrativo núm. P.A. 507/01 contra la
desestimación presunta del recurso de alzada de fecha
19.3.2001, interpuesto contra la desestimación presunta de
las peticiones formuladas en su día en relación al proceso
de colocación de interinos para cubrir vacantes y sustituciones
llevado a cabo por la Delegación Provincial de Educación y
Ciencia de Málaga.

Por dicho órgano judicial se señala para la celebración
de la vista el día 11 de junio de 2002, a las 11,30 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado en el plazo de nueve días.

Sevilla, 27 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.
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5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 24 de mayo de 2002, de la
Dirección General de Sistemas de Información Eco-
nómico-Financiera, por la que se anuncia concurso,
por el procedimiento abierto, para la contratación de
la consultoría y asistencia que se indica. (PD.
1596/2002).

La Consejería de Economía y Hacienda ha resuelto con-
vocar concurso para la contratación de la siguiente consultoría
y asistencia:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Economía y Hacienda.
b) Dependencia que tramita el expediente: D. G. de Sis-

temas de Información Económico-Financiera.
c) Número de expediente: SIEF010/02.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: «Consultoría y Asistencia a la

Consejería de Economía y Hacienda dentro del marco del Sis-
tema Unificado de Recursos (Sistema SUR)».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Sevilla.
d) Plazo de ejecución: 24 meses desde la firma del

contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
a) Importe total: Dos millones cuatrocientos setenta y tres

mil cuarenta y tres euros con doce céntimos (2.473.043,12 E),
IVA incluido.

5. Garantías. Provisional: 2% del presupuesto base de
licitación.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: D. G. de Sistemas de Información Eco-

nómico-Financiera.
b) Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio

Torretriana, planta 2.ª
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfono: 95/506.46.27.
e) Telefax: 95/506.55.44.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

8 de julio de 2002.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: No.
b) Otros requisitos: Ver Pliego de Cláusulas Administra-

tivas Particulares (en adelante PCAP).
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 18 de julio de 2002.
b) Documentación a presentar: La exigida en el epígra-

fe 8.2 del PCAP.
c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Registro General de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

2.º Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio
Torretriana, planta baja.

3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41092.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la fecha fijada para
la recepción de ofertas.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: D. G. de Sistemas de Información Econó-

mico-Financiera. Sala de Juntas.
b) Domicilio: Calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio

Torretriana, planta 2.ª
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: 24 de julio de 2002.
e) Hora: A las doce horas.
10. Otras informaciones: El examen de la documentación

se realizará el día 19 de julio de 2002. El resultado se publicará
en el tablón de anuncios de la Consejería a fin de que los
afectados conozcan y subsanen, en su caso, los defectos mate-
riales observados, en el plazo que se indique.

11. Gastos de anuncios: Por cuenta de los adjudicatarios.
12. Fecha de envío del anuncio al Diario Oficial de las

Comunidades Europeas: 27 de mayo de 2002.

Sevilla, 24 de mayo de 2002.- El Director General, Eduardo
León Lázaro.

RESOLUCION de 7 de mayo de 2002, del Instituto
de Estadística de Andalucía, por la que se convoca
concurso abierto. (PD. 1595/2002).

El Instituto de Estadística de Andalucía, de acuerdo con
la legislación vigente, ha resuelto convocar concurso por el
procedimiento abierto para la contratación de servicios con
sujeción a los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares
y de Prescripciones Técnicas.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Instituto de Estadística de Andalucía.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General.
c) Número de expediente: 67/2002-SE-CP.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Codificación, validación, impu-

tación y tabulación básica de los censos de población y vivien-
das de Andalucía 2001.

b) División por lotes y número:
c) Lugar de ejecución: Andalucía.
d) Plazo de ejecución o fecha límite de entrega: 6 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total: Doscien-

tos cuarenta mil cuatrocientos cinco euros (240.405 E), inclui-
do el IVA.

5. Garantía provisional: Cuatro mil ochocientos ocho euros
y diez céntimos (4.808,10 E).

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Instituto de Estadística de Andalucía.
b) Domicilio: C/ Leonardo Da Vinci, s/n. Pabellón de Nueva

Zelanda. Isla de la Cartuja.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfono: 95/503.38.00.


